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La responsabilidad Fiscal tiene varias connotaciones dentro del ordenamiento 
jurídico colombiano que conllevan a la aplicación o no de sanciones de acuerdo 
con el tratamiento procesal a que den lugar, en consonancia con el régimen de 
control que en tal sentido ejerce la Contraloría General de la República, como 
órgano legítimo determinado por la Constitución Nacional para tal fin. Así, de 
acuerdo con Corredor (2009), las tareas que le son inherentes, las lleva a cabo de 
múltiples maneras: 1. Prescribiendo los métodos y la forma de rendir cuentas de 
los responsables del manejo de fondos o bienes de la Nación, así como indicando 
los criterios de evaluación financiera, operativa y de resultados que deberán 
seguirse; 2. Revisando y feneciendo las cuentas que deben llevar los 
responsables del erario y determinando el grado de eficiencia, eficacia y economía 
con que hayan obrado; y por último, 3.  Exigiendo informes sobre su gestión fiscal 
a los empleados oficiales de cualquier orden y a toda persona o entidad pública o 
privada que administre fondos o bienes de la Nación1. Naturalmente, para dar 
satisfacción a sus tareas la Contraloría goza de un alto espectro de autonomía que 
garantiza el principio de imparcialidad al momento de establecer responsabilidad 
fiscal de parte de los funcionarios públicos o de las entidades del Estado. 
 
Ahora bien, dada aquella contextualización, se entiende que la responsabilidad 
fiscal, en el caso colombiano, tiene carácter resarcitorio y no sancionatorio, pues 
su único fin consiste en reparar el patrimonio público que ha sido depreciado por 
servidores públicos o particulares que haciendo uso de esas funciones han 
realizado una gestión fiscal irregular, es decir, su finalidad es meramente 
                                                 
1
 Al respecto véase: artículo 268 Constitución Política. Además: Corte Constitucional. Sentencia C-570 de 
1997, M. P.: CARLOS GAVIRIA DÍAZ. 
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indemnizatoria2.  Esto, no obstante su correlación con las responsabilidades 
penales y/o disciplinarias que le sean colaterales, puesto que es evidente que de 
una conducta lesiva para con el erario se desprenden, en la mayoría de casos, 
simultáneamente tres tipos de responsabilidad: penal, disciplinaria y fiscal, no 
siendo objeto, repetimos, de esta última el castigo sino la indemnización3. 
 
De acuerdo con lo anterior, la responsabilidad fiscal se estructura sobre tres 
elementos: 1. Un daño patrimonial al Estado; 2. Una conducta dolosa o culposa 
atribuible a una persona que realiza gestión fiscal, y 3. Un nexo causal entre el 
daño y la conducta; sin que ello involucre por necesidad el establecimiento del 
daño y su cuantía, en la medida en que este es un presupuesto procesal. 
 
Dentro de estas perspectivas, se aborda la presente temática de investigación, 
que se circunscribe al análisis de los fallos emitidos por de la  Contraloría General 
de la República, durante los años 2007-2009 y de los cuales se ha extraído una 
muestra de doce (12) fallos; siete(7) con responsabilidad fiscal y cinco(5) sin 
responsabilidad enmarcados dentro del procedimiento procesal que en tal sentido 
se ha adelantado por parte de la Dirección de Investigaciones Fiscales de la 
Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción 
Coactiva del Organismo de Control Fiscal, según se expone en el capítulo cuarto 
de este documento cuyo desarrollo se concreta en los siguientes capítulos: 
 
                                                 
2
 Esta característica ha sido reconocida por la Corte Constitucional: "dicha responsabilidad no tiene un 
carácter sancionatorio, ni penal ni administrativo (art. 81, Ley 42 de 1993). En efecto, la declaración de 
responsabilidad tiene una finalidad meramente resarcitoria, pues busca obtener la indemnización por el 
detrimento patrimonial ocasionado a la entidad estatal. Es, por lo tanto, una responsabilidad independiente y 
autónoma, distinta de la disciplinaria o de la penal que pueda corresponder por la comisión de los mismos 
hechos. En tal virtud, puede existir una acumulación de responsabilidades, con las disciplinarias y penales, 
aunque se advierte que si se percibe la indemnización de perjuicios dentro del proceso penal, no es 
procedente al mismo tiempo obtener un nuevo reconocimiento de ellos a través de dicho proceso, como lo 
sostuvo la Corte en la sentencia C-046 de 1994" sentencia SU-620 de 1996, M. R: ANTONIO BARRERA 
CARBONELL. 
3
 El artículo 4º de la Ley 610 corrobora dicho carácter al sostener: "la responsabilidad fiscal tiene por objeto el 
resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como consecuencia de la conducta dolosa o 
culposa de quienes realizan gestión fiscal mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense 
el perjuicio sufrido por la respectiva entidad estatal". 
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El capítulo primero, concreta el problema de investigación en torno a la posible 
disparidad de criterios que existe en la interpretación de la responsabilidad fiscal 
que le compete a los funcionarios públicos y particulares que participan en la 
contratación estatal y que muchas veces no son calificados o generan algún tipo 
de dudas sobre la imputabilidad que le corresponde a quienes en calidad de 
gestores han adelantado algún tipo de relación contractual con el Estado. 
 
A partir de la exposición de la problemática, se precisa la hipótesis a que da lugar 
y que se pretende explicar a lo largo del proceso investigativo. Igualmente, se 
exponen las razones que justifican su tratamiento, cuyo propósito es unificar 
criterios y establecer con claridad los casos en los cuales las partes que 
intervienen en contratación estatal ostentan la calidad de gestores fiscales, lo cual 
serviría de punto de partida y material de consulta para los profesionales 
encargados de dirigir los procesos de responsabilidad fiscal y de asumir la defensa 
de los presuntos responsables. A continuación, se definen los objetivos que 
enmarcan la investigación y cuyo cumplimiento se concreta a lo largo de todo el 
proceso de estudio 
 
El capítulo segundo, se refiere a la contratación estatal, haciendo alusión a los 
lineamientos conceptuales y jurídicos que le son inherentes en todo su 
procedimiento y que permiten explicar, más adelante, la incumbencia que les 
asiste al momento de adelantar un proceso de responsabilidad fiscal. 
 
En el capítulo tercero, se exponen las implicaciones de la Gestión Fiscal en la 
determinación de los actos realizados por las partes que intervienen en el contrato 
estatal y que pueden ser objeto de responsabilidad de acuerdo con la examinación 
de la doctrina y jurisprudencia 
 
El capítulo cuarto, en su primer apartado referencia, los 71 fallos con y sin 
responsabilidad fiscal emitidos por la Contraloría General de la República durante 
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los años 2007-2009 a los cuales se delimita la presente investigación.  Se 
clasificaron en siete (7) niveles de causalidad que aquí se entienden como 
variables o categorías de tipificación de las conductas referidas a 113 personas 
que desempeñaban funciones públicas y 37 como particulares, precisando sus 
causas y fundamentación jurídica y jurisprudencial.  A partir de los datos 
registrados, se hace el análisis de una muestra representativa de siete (7) fallos 
con responsabilidad fiscal de los gestores y cinco (5) fallos sin responsabilidad de 
acuerdo con las siete categorías o variables de conductas tipificadas, según los 
expedientes a cargo de la Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría 
Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva del Ente 
de control 
 
Se entiende que los doce (12) fallos de la muestra sobre los cuales se hizo el 
análisis, de acuerdo a su tipificación de causalidad, permiten igualmente 
contextualizar otros de los 71 fallos registrados en el cuadro, que sean similares 
en cuanto a la responsabilidad fiscal que les asiste, o por el contrario que no sean 
pertinentes en tal sentido. 
 
Finalmente se concretan las conclusiones y recomendaciones que se derivan de la 
investigación realizada y en las cuales se puntualizan los alcances jurídico-
procesales de la responsabilidad fiscal atribuibles a quienes actúan como gestores 






1.  PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
1.1 DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
 
En Colombia no han sido definidos con claridad los casos en los cuales son 
considerados como gestores fiscales las partes que intervienen en la contratación 
estatal. 
 
Aunque muchas son las personas que realizan actos que pueden desembocar en 
detrimento patrimonial al Estado, no todos son realizados en ejercicio de la gestión 
fiscal otorgada en virtud de la naturaleza de sus funciones, lo que implica que no 
puedan ser sujetos de procesos de responsabilidad fiscal en el marco de la Ley 
610 de 2000. 
 
Es así que, por ejemplo, en la fase precontractual aunque el representante legal 
de la entidad cuenta con diferentes colaboradores para surtir los procesos 
contractuales, por disposición del numeral 5 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, 
es su responsabilidad dirigirla, imposibilitándolo para atribuir responsabilidades a 
sus subalternos. Es el representante legal quien ordena el gasto de su entidad y 
debe responder por los bienes que se han puesto bajo su custodia en ejercicio de 
sus funciones.  
 
Sin embargo, esto no implica que todos los daños que surgen con ocasión de una 
etapa previa mal concebida, sean atribuibles únicamente al representante legal de 
la entidad, existen casos especiales que pueden originar responsabilidad fiscal de 
otro funcionario, en los que se pueden identificar los siguientes: 
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El asesor jurídico que en caso de demostrarse daño fiscal se tendría que vincular 
al procesos de responsabilidad fiscal por el valor que se dejo de amparar por su 
negligencia en el cumplimiento de sus funciones. 
 
En otro momento, el funcionario o dependencia encargada de los estudios y 
diseños previos debido a sus conocimientos técnicos y especializados y a la 
naturaleza de sus funciones ostenta el deber jurídico de realizar la labor 
encomendada con cierta perfección, pues constituye el punto de partida de todo 
proyecto a realizarse con recursos públicos del Estado. Un error en los estudios y 
diseños previos de un proyecto conllevan a su errada ejecución y en la mayoría de 
casos a su ausencia de utilidad. 
 
Igualmente, ocurre con el Comité evaluador de propuestas, usualmente se 
observa que sus miembros son vinculados a los procesos de responsabilidad 
fiscal, sin entrar a examinar que se trata de un órgano eminentemente consultivo y 
no decisorio, cuyos conceptos no tienen fuerza vinculante para el ordenador del 
gasto, quien es al final quien decide si los acoge o se aparta de su 
recomendación.  Por lo general se limitan a examinar si se cumplen con requisitos 
de habilitación y ponderan aquellos que son calificables, emitiendo un concepto 
sobre el mejor oferente. No existe manejo de recursos públicos, solamente 
verificación documental. 
 
Por último, se identifican nuevas partes cuyas actuaciones pueden generar 
responsabilidad fiscal. Esto es, se continúa considerando como gestor fiscal al 
representante legal de la entidad contratante, apareciendo en el escenario la figura 
del contratista, el interventor o supervisor y el tesorero o funcionario encargado del 
recaudo de impuestos y publicaciones:. 
 
El Contratista, se considera gestor fiscal en caso de manejar anticipo y 
respondería fiscalmente por su mal manejo. Se advierte que el anticipo es 
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considerado como un recurso público que se entrega al contratista no como 
retribución sino como una especie de préstamo amortizable para adelantar la labor 
contratada, debiendo ser invertido de acuerdo con un presupuesto previamente 
definido y aprobado.  De manera excepcional, a través de contratos estatales se 
pueden otorgar funciones públicas a particulares, caso en el cual se considera 
como gestor fiscal en todas sus actuaciones. 
 
El Interventor o supervisor, ostentaría la calidad de gestor fiscal en caso de existir 
manejo conjunto de la cuenta en la que se deposita el anticipo lo que implica que 
todo gasto financiado con dichos recursos requiere de su aprobación. 
Adicionalmente, en ejecución del contrato se consideran como gestores fiscales 
sujetos de responsabilidad fiscal teniendo en cuenta la naturaleza de sus 
funciones que son precisamente salvaguardar los recursos públicos que se han 
puesto bajo su custodia al ser contratado como interventor de obra, a lo que se 
suma que el acto de autorización de pagos a través de actas parciales puede ser 
asimilado a un acto de disposición configurándose los requisitos de disponibilidad 
material y jurídica considerados como presupuesto de configuración de la gestión 
fiscal. 
 
El Tesorero o recaudador de impuestos y publicaciones, puesto que como todo 
contrato genera responsabilidades tributarias que al ser desconocidas o no 
sufragadas pueden vulnerar los recursos nacionales o de la entidad, genera 
responsabilidad fiscal del funcionario encargado de su recaudo que ostenta la 
calidad de gestor fiscal en este caso, en virtud de sus funciones. 
 
Ante la disparidad de criterios de interpretación para que se pueden considerar 
como gestores fiscales a las partes que intervienen en los procesos contractuales 
y la consecuente inseguridad jurídica que pueden llegar a tener las decisiones de 
la Contraloría General de la República, es necesario analizar situaciones 
concretas y prácticas que puedan contribuir a su esclarecimiento  y servir de guía 
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útil a funcionarios públicos y privados estudiosos del tema de responsabilidad 
fiscal. 
 
1.2 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Dentro de la gestión fiscal propia de la contratación estatal, qué actos positivos u 
omisivos de los servidores públicos y particulares intervinientes se consideran 
determinantes para producir fallos fiscales por detrimento patrimonial al Estado?  
 
1.3  HIPÓTESIS 
 
Los funcionarios públicos y particulares que dentro de su gestión fiscal realizan 
contratación estatal conllevan responsabilidad fiscal por detrimento patrimonial del 
Estado. 
 
1.4  JUSTIFICACIÓN 
 
Frente al problema planteado se requiere establecer una posición clara y 
fundamentada frente a las posiciones adoptadas por la Contraloría General de la 
República de Colombia con respecto a la declaración de responsabilidad fiscal de 
las partes que intervienen en la contratación estatal generando un detrimento 
patrimonial al Estado. 
 
Dentro de los muchos procesos realizados por el organismo de control antes 
citado, se advierten casos, cuyos fallos se han emitido con responsabilidad fiscal a 
partes que aunque intervienen en el contrato estatal, pueden no asumirse como 
gestores fiscales, lo que rompe con la suma de los elementos necesarios para 
configurar este tipo de Responsabilidad, establecidos en el artículo 5 de la Ley 610 
de 2000. 
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La situación descrita genera inseguridad jurídica y puede acarrear consecuencias 
económicas que tendría que asumir el Estado cuando es demandada una decisión 
de este tipo y revocada por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, lo cual 
podría evitarse con un estudio claro que defina sin lugar a vacilaciones que partes 
de las intervinientes en el proceso contractual pueden ser consideradas como 
gestoras fiscales sujetas de responsabilidad fiscal, en qué casos y de que 
actuaciones se desprende tal calidad.   
 
Con la investigación propuesta se busca unificar criterios y establecer con claridad 
los casos en los cuales las partes que intervienen en contratación estatal ostentan 
la calidad de gestores fiscales, lo cual serviría de punto de partida y material de 
consulta para los profesionales encargados de dirigir los procesos de 
responsabilidad fiscal y de asumir la defensa de los presuntos responsables, 
quienes abordarían con claridad el tema de gestión fiscal como elemento 
estructural de tal responsabilidad. 
 
1.5  OBJETIVOS 
 
1.5.1  General.  Analizar la gestión fiscal de los funcionarios públicos y 
particulares que participan en contratación estatal que fueron declarados 
responsables fiscales en el período 2007-2009 por la Contraloría General de la 
República. 
 
1.5.2  Específicos.  Determinar y clasificar el número de fallos con 
responsabilidad fiscal emitidos por la Contraloría General de la República durante 
el período 2007 -2009 estableciendo cuantos funcionarios públicos y particulares 
fueron declarados como responsables fiscales, indicando su causa y fundamentos. 
 
 Analizar algunos de los fallos con responsabilidad fiscal emitidos por la 
Contraloría General de la República durante el período 2007 -2009, estableciendo 
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la gestión fiscal y los elementos estructurales de la responsabilidad fiscal de los 
funcionarios que fueron declarados responsables.  
 
 Identificar las providencias del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional 
más relevantes sobre el tema de responsabilidad fiscal desde la entrada en 
vigencia de la ley 610 de 2000.  
 
1.6  RESULTADOS ESPERADOS 
 
 Informe final como fuente de consulta para los estudiosos del tema. 
 Formación investigativa. 






2.  DE LA CONTRATACION ESTATAL 
 
Por estar delimitado el presente estudio a la responsabilidad fiscal que le compete 
a los funcionarios públicos y particulares que participan en la contratación estatal, 
se considera pertinente, en este título, hacer referencia de manera específica a las 
connotaciones conceptuales de la contratación estatal y la normatividad que la 
rige, de manera que en los siguientes títulos, pueda ser comprensible con mayor 
claridad los alcances y perspectivas con que se aborda el análisis de los fallos 
emitidos por la Contraloría General de la Nación, acerca de la responsabilidad 
fiscal, en los procesos de contratación. 
 
2.1  CONNOTACIONES CONCEPTUALES Y JURIDICOS DE LA 
CONTRATACION ESTATAL Y SU RELACION CON LOS AGENTES 
INTERVINIENTES 
 
En los procesos de contratación estatal el primer asunto que es necesario 
considerar, se relaciona con la gestión fiscal en la actividad contractual, ya que la 
contratación pública es una de las formas de gestión administrativa que pretende, 
con la colaboración de los particulares, lograr el cumplimiento de los fines 
estatales; esta debe tener como objetivo primordial apoyar la administración, 
garantizar el interés general y el logro de los intereses estatales, la continua y 
eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e 
intereses de los administrados que colaboran con ella en el cumplimiento de 
dichos fines, y es en razón de ello que asiste a las entidades públicas el deber de 
seleccionar la propuesta más favorable para sus propósitos, garantizando el 
correcto ejercicio de la función pública, vigilando, previniendo y controlando que en 
ningún caso se presenten deterioros patrimoniales para el Estado. 
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Es así que la contratación estatal es una herramienta a través de la cual se 
cumplen cometidos esenciales y es una gestión fiscal como quiera que se dispone 
de recursos públicos para actividades orientadas a cumplir y apoyar los fines 
estatales, para prestar servicios públicos, para atender funciones públicas o 
administrativas, para materializar los derechos que el Estado confiere a los 
habitantes del territorio, o, para desarrollar o ejecutar proyectos o políticas 
públicas. Tales finalidades, acorde con lo expuesto al comienzo del presente 
capítulo, tienen fuente en la constitución, en la ley, el reglamento, en los actos 
administrativos, generales, individuales e incluso en otros acuerdos de voluntades. 
 
En consonancia con el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y la Ley 734 de 2002, 
se considera como contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de 
obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, 
previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del 
ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se 
definen como 1) contratos de obra, referentes a la construcción, mantenimiento, 
instalación y, en general, para la realización de cualquier otro trabajo material 
sobre bienes inmuebles, cualquiera que sea la modalidad de ejecución y pago. 2) 
Contrato de Consultoría, referidos a los estudios necesarios para la ejecución de 
proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para 
programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de 
coordinación, control y supervisión. Son también contratos de consultoría los que 
tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, 
dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y 
proyectos. 3) Contrato de Prestación de Servicios, los que celebren las entidades 
estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad. Estos contratos sólo podrán celebrarse con 
personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con 
personal de planta o requieran conocimientos especializados. 4) Contrato de 
Concesión. Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales 
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con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario la prestación, 
operación, explotación, organización o gestión, total o parcial, de un servicio 
público, o la construcción, explotación o conservación total o parcial, de una obra o 
bien destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades 
necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio por 
cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad 
concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, 
tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación 
del bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier 
otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden. 5) Encargos 
Fiduciarios y Fiducia Pública. <Inciso INEXEQUIBLE>.Los encargos fiduciarios que 
celebren las entidades estatales con las sociedades  fiduciarias autorizadas por la 
Superintendencia Bancaria, tendrán por objeto la administración o el manejo de 
los recursos vinculados a los contratos que tales  entidades celebren. Lo anterior 
sin perjuicio de lo previsto en el numeral 20 del artículo 25 de esta ley. 
 
Dentro de este contexto, se entiende que siempre hay un título normativo que 
habilita a los funcionarios públicos o a los particulares para que dispongan de los 
recursos públicos, las personas que tienen ese mandato y que por consiguiente 
son gestores fiscales como quiera que administren tales recursos. 
 
Así por ejemplo, se puede afirmar que existe responsabilidad solidaria entre el 
contratista y el interventor cuando se genera detrimento al patrimonio público con 
ocasión de un contrato en el cual se utilizan materiales de baja calidad diferentes a 
los requeridos por la Entidad y pactados contractualmente.  Pero este nivel de 
responsabilidad solidaria admite excepciones, así, por ejemplo, el contratista no 
estaría llamado a responder por el daño que ocasiona la falta de previsión de la 
administración.  El pagador y el ordenador del gasto no son responsables cuando 
disponen un pago sobre certificaciones suscritas por el supervisor o interventor y 
que dan cuenta del cumplimiento a satisfacción del contrato; en estos eventos son 
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los últimos sujetos los que deberán estar llamados a responder.  Supervisor, 
interventor y ordenador no son responsables por un pago fraudulento en donde el 
pagador omitió sus deberes y realiza fraude bancario.  Así, al momento de valorar 
si un agente es o no responsable fiscal es necesario analizar sus deberes 
funcionales derivados del reglamento, contrato, órdenes de servicios, 
memorandos y cualquier otro instrumento que materialice su responsabilidad o 
que configure una causal eximente de la misma. 
 
Al respecto, téngase en cuenta lo establecido por la Ley 734 de 2002 referente al 
Estatuto Disciplinario Único, en los artículos 38 (inhabilidad por obligaciones de 
tipo fiscal), 53 (responsabilidad disciplinaria de los interventores) y 160 (potestad 
del Ministerio Público de solicitar al ordenador del gasto que suspenda la 
licitación, la ejecución del contrato o el pago) 
 
Equivalentemente, en este escenario se encuentran los particulares contratistas 
que a pesar de no administrar directamente los recursos inciden en los desmedros 
que se causen al patrimonio público y por lo tanto están llamados a responder. Es 
el caso por ejemplo de un profesional que es contratado para que preste sus 
servicios, que cumple con la actividad que le ha sido asignada y entrega el trabajo 
contratado a entera satisfacción de la entidad. Sin embargo, el mismo objeto ya 
había sido contratado en idénticas condiciones. Es decir, se contrató dos veces la 
ejecución de un mismo servicio. 
 
En este sentido, el Consejo de Estado en sala plena al resolver un recurso de 
súplica contra una sentencia de la sección primera se refiere a la responsabilidad 
de un contratista de servicios profesionales de Ferrovías, cuyo objeto era la 
titulación de bienes quien tenía dos contratos con objetos idénticos, en donde la 
Corporación niega la súplica de una sentencia que a su vez negó la nulidad de un 
acto administrativo, con responsabilidad fiscal de la Contraloría General de la 
República por $1.015 millones de pesos. Señala la sala plena:  
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“El ad quem, al resolver en los términos indicados, verificó la identidad del objeto 
contractual, no suplantó las funciones de juez de los contratos, sino que dedujo, 
bajo su intimo convencimiento, precisamente, que existió un detrimento 
patrimonial por el sólo hecho de la equivalencia en los objetos contractuales, 
según las pruebas oportuna y válidamente arrimadas al proceso y señaló, 
además, que no era necesario mirar la naturaleza del mismo, ni debía determinar 
el cumplimento de las obligaciones o la inexistencia del daño porque se pretende 
la indemnización, pues el daño patrimonial se dedujo, perse, de la mera identidad 
contractual, en la medida en que el primer contrato se subsumía al segundo.”  
 
“… luego de revisar los aspectos fácticos del proceso, precisó que, se suscribieron 
contratos idénticos para desarrollar un mismo objeto, además de que se probó que 
la representante de la demandante fue condenada por el delito de interés ilícito en 
la celebración de contratos, circunstancias estas que conducen a deducir la 
existencia de suficientes razones para declarar la responsabilidad fiscal de la 
empresa demandante, pues de las actuaciones ilegales antes señaladas se puede 
constatar el detrimento patrimonial “4  
 
La circunstancia de que el particular ejerza funciones de manejo o administración 
de recursos públicos como es el erario, la ejecución del contrato estatal, lo 
convierte necesariamente en gestor fiscal y como tal, sujeto de una eventual 
responsabilidad fiscal.  Sin embargo, para que pueda predicarse este tipo de 
responsabilidad, será presupuesto necesario que la conducta del sujeto, en este 
caso del contratista, se derive de una actuación u omisión dolosa o gravemente 
culposa que generó un menoscabo al patrimonio público.  De ahí que, al tener la 
interventoría ese rol de determinación de los pagos a un contratista, implica 
necesariamente que quienes ostenten esta calidad, trátese de funcionarios 
públicos o de particulares, deban observar los mayores niveles de cuidado y 
previsión, porque sus actuaciones dolosas o gravemente culposas pueden 
                                                 
4
 Consejo de Estado, Sala Plena, Secretaria General de fecha 2 de marzo de 2010 Expediente 
11001031500020050558 00 M. P. Víctor Hernando Alvarado Ardila 
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llevarlos a ser responsables fiscales y por lo tanto convertirse en sujetos 
disciplinables (Las negrillas son parte del texto original), según lo establece el 
artículo 53 de la misma Ley 734 “El presente régimen se aplica a los particulares 
que cumplan labores de interventoría en los contratos estatales; que ejerzan 
funciones públicas, en lo que tienen que ver con estas; presten servicios públicos a 
cargo del Estado, de los contemplados en el artículo 366 de la Constitución 
Política, administren recursos de este, salvo las empresas de economía mixta que 
se rijan por el régimen privado. 
 
Inciso (Condicionalmente exequible).  Cuando se trate de personas jurídicas la 
responsabilidad disciplinaria será exigible del representante legal o de los 
miembros de la Junta Directiva”. 
 
Es importante precisar, que no en todos los casos la gestión fiscal y la 
responsabilidad fiscal se predica de los servidores públicos que tienen la 
titularidad jurídica para decidir sobre la administración de los recursos públicos, a 
su vez, existen otros servidores públicos e incluso particulares que con su 
conducta inciden de manera directa sobre las decisiones de la administración y en 
razón de ello se convierten en gestores capaces de orientar el accionar de los 
recursos estatales. 
 
Para evaluar la posible responsabilidad fiscal de los particulares contratistas una 
vez acaecido el daño, y determinar si con la actividad contractual con acciones u 
omisiones, ocasionan menoscabo, disminución, perjuicio, pérdida, uso indebido o 
deterioro en los recursos públicos, se deberá realizar un examen sobre el 
contenido de la actividad y si ésta entraña o no gestión fiscal.  En segundo lugar, 
valorar si actuó con prudencia, cuidado y previsión, o si por el contrario actuó con 
dolo o con culpa grave. 
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Así por ejemplo, un contratista de prestación de servicios puede estar llamado a 
responder fiscalmente, si el objeto contractual desempeñado reviste obligaciones 
relacionadas con el cumplimiento de funciones que entrañan el manejo de 
recursos de esa naturaleza y que con ocasión de su actuación u omisión dolosa o 
gravemente culposa, genere una merma patrimonial para el Estado. Entonces, en 
principio es dable concluir que toda clase de contrato puede comprender gestión 
fiscal y en razón de ello cada caso debe ser estudiado en particular.  
 
También cabe recordar que, la Ley 80 de 1993 en su artículo 26 establece un 
ejemplo en el que los contratistas podrían entrar a responder fiscalmente y que se 
encuentra relacionado con la presentación de condiciones económicas 
artificialmente bajas que buscan obtener la adjudicación de un contrato estatal, 
como puede suceder con algunos particulares de acuerdo con lo presupuestado 
por la Corte Constitucional5. 
 
Por último, la siguiente lista enuncia algunos otros ejemplos que pueden generar 
responsabilidad para el contratista del Estado, como son 
 
a. Recibir pagos contractualmente pactados, sin darse cumplimiento a las 
obligaciones del contrato. 
 
b. Entregar bienes de calidad deficiente, desconociendo las especificaciones 
técnicas convenidas por las partes. 
 
                                                 
5
 Constitucional, sentencia C-563 de 1998. M.P. Antonio Barrera Carbonell y Carlos Gaviria D. “Sin embargo,  
conviene advertir que el contrato excepcionalmente puede constituir una forma, autorizada por la ley, de 
atribuir funciones públicas a un particular; ello acontece cuando la labor del contratista no se traduce y se 
agota con la simple ejecución material de una labor o prestación específicas, sino el desarrollo de cometidos 
estatales que comportan la asunción de prerrogativas propias del poder público, como ocurre en los casos en 
que adquiere el carácter de concesionario, o administrador delegado, o se le encomienda la prestación del 
servicio público a cargo del Estado, o el recaudo de caudales, o el manejo de bienes públicos, etc. En 
consecuencia, cuando el particular es titular de funciones públicas, correlativamente asume las consiguientes 
responsabilidades públicas, con todas las consecuencias que ello conlleva, en los aspectos civiles y penales, 
e incluso disciplinarios, según lo disponga el legislador”. 
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c. Construir obras de mala calidad o con cantidades inferiores a las acordadas. 
 
d. Omisión del deber de vigilancia, seguimiento y control por parte del interventor y 
recibir la cancelación por este concepto. 
 
e. Realizar estudios de mercado, pliegos de condiciones, evaluaciones etc., dentro 
del proceso pre contractual, y que con su conducta omisiva o negligente den 
origen al daño patrimonial del Estado. 
 
En este contexto, se hace aquí también alusión a las conductas que en el artículo 
48 de la Ley en referencia, se tipifican como faltas gravísimas a saber:  
 
29. Celebrar contrato de prestación de servicios cuyo objeto sea el cumplimiento 
de funciones públicas o administrativas que requieran dedicación de tiempo 
completo e impliquen subordinación y ausencia de autonomía respecto del 
contratista, salvo las excepciones legales. 
 
30. Intervenir en la tramitación, aprobación, celebración o ejecución de contrato 
estatal con persona que esté incursa en causal de incompatibilidad o inhabilidad 
prevista en la Constitución o en la ley, o con omisión de los estudios técnicos, 
financieros y jurídicos previos requeridos para su ejecución o sin la previa 
obtención de la correspondiente licencia ambiental. 
 
31. (Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible) Participar en la etapa 
precontractual o en la actividad contractual, en detrimento del patrimonio público, 
o con desconocimiento de los principios que regulan la contratación estatal y la 
función administrativa contemplados en la Constitución y en la ley. 
 
32. Declarar la caducidad de un contrato estatal o darlo por terminado sin que se 
presenten las causales previstas en la ley para ello. 
 26 
33. Aplicar la urgencia manifiesta para la celebración de los contratos sin existir 
las causales previstas en la ley  
 
34. No exigir, el interventor, la calidad de los bienes y servicios adquiridos por la 
entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias, 







3.  LA GESTIÓN FISCAL 
 
3.1  IMPLICACIONES CONCEPTUALES 
 
Aunque en Colombia el tema de la Responsabilidad Fiscal no ha sido tan 
estudiado como otras ramas del derecho, la doctrina del país ha realizado 
importantes aportes sobre el elemento de Gestión Fiscal de servidores públicos y 
particulares que participan en los procesos contractuales como punto de partida 
de la investigación a desarrollar. 
 
Uriel Alberto Amaya Olaya expresa que la Gestión fiscal comporta “aquellas 
actuaciones - funcionales o contractuales- mediante las cuales el servidor público- 
o excepcionalmente un particular-, administrando los bienes o fondos públicos, le 
produce un daño patrimonial”6, adicionando lo siguiente al concepto7: 
 
La Gestión Fiscal, entonces, le concede al servidor público- o de manera 
excepcional al particular-, por vía funcional o contractual, no sólo una 
disponibilidad material sobre el patrimonio público, sino esencialmente una 
disponibilidad jurídica sobre el mismo.  Es decir, la capacidad jurídica para 
disponer del mencionado patrimonio de manera válida y legítima, como producto 
del límite reglado señalado por las normas jurídicas- o en el objeto contractual, en 
tratándose de éste- que le otorgan la competencia estricta para ello.  De esta 
disponibilidad jurídica (Gestión Fiscal) sobre el bien jurídico (patrimonio público) se 
deriva una posición de garante por parte del servidor público o particular. 
 
                                                 
6
 AMAYA OLAYA, Uriel Alberto.  Teoría de la Responsabilidad Fiscal. Bogotá D.C. Universidad Externado de 
Colombia. 2002. p.167. 
7
  Ibíd. p.171. 
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Dentro de este contexto, el problema de la Gestión Fiscal se centra en determinar 
cuales de los actos realizados por las partes que intervienen en el contrato estatal 
se pueden enmarcar dentro del concepto, que se encuentra difuso y no ha sido 
estructuralmente examinado por la doctrina y jurisprudencia.  En publicación 
realizada por Luis Alfonso Rico Puerta8 expresa que la responsabilidad fiscal 
derivada de actos contractuales debe predicarse del representante legal de la 
entidad estatal, quien tiene competencia, administra, maneja recursos públicos, 
pero no de quien asesora.  Fundamenta su afirmación en la interpretación dada al 
numeral 5° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, excluyendo los órganos o 
personas asesoras, indicando que como director de la actividad contractual tiene 
la facultad de apartarse de cualquier concepto dado por ellos. 
 
Contrario a lo planteado por el doctrinante anterior, Uriel Alberto Amaya Olaya9 
expone que deberán responder fiscalmente por sus actuaciones negligentes o 
dolosas aquellos servidores públicos que en ejercicio de sus funciones hayan 
intervenido en el proceso contractual y que hubieren ejercido sobre él una 
influencia jurídica o técnica decisoria, como sería el caso de los asesores de 
planeación, jurídica, control interno, etc., siempre que con su proceder causen 
daño patrimonial al Estado.  Agrega a lo anterior que opera la declaratoria de 
responsabilidad fiscal contra los servidores públicos designados como 
supervisores de los contratos si sus actuaciones no se adecuaron a las exigencias 
de cuidado y preservación de los intereses públicos generando daño patrimonial.  
 
Con respecto a la Gestión Fiscal de los particulares que participan en contratación 
estatal o contratistas se tienen como antecedentes las providencias de la Corte 
Constitucional C-563 de 199810 y C-233 de 200211, en las que se indica que por 
                                                 
8
  RICO PUERTA, Luis Alfonso. Teoría General y Práctica de la Contratación Estatal. Bogotá. Leyer. 2007. P. 
1035.  
9
  AMAYA OLAYA, Uriel Alberto. Teoría de la Responsabilidad Fiscal. Bogotá D.C. Universidad Externado, de 
Colombia, 2002. ps.242-243. 
10
  Corte Constitucional. Providencia C-563 de octubre 07 de 1998, M.P. Dr. ANTONIO BARRERA 
CARBONELL y Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 
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regla general el contratista se constituye en un colaborador o instrumento de la 
entidad estatal para la realización de actividades o prestaciones que interesan a 
los fines públicos, pero no en un delegatario o depositario de sus funciones.  Sin 
embargo, expresa la Corte que el contrato de manera excepcional puede constituir 
una forma, autorizada por la ley, de atribuir funciones públicas a un particular; ello 
acontece cuando la labor del contratista no se traduce y se agota con la simple 
ejecución material de una labor o prestación específicas, sino en el desarrollo de 
cometidos estatales que comportan la asunción de prerrogativas propias del poder 
público, como ocurre en los casos en que adquiere el carácter de concesionario, o 
administrador delegado o se le encomienda la prestación de un servicio público a 
cargo del Estado, o el recaudo de caudales o el manejo de bienes públicos, etc. 
 
Concuerda lo anterior con la posición que mantiene el autor Uriel Alberto Amaya 
Olaya, quien adiciona que el contratista también debe responder por el 
inadecuado manejo del anticipo el cual no es de su propiedad sino que sigue 
siendo considerado como recurso público puesto bajo su custodia con un fin 
determinado previamente en el contrato de acuerdo a un presupuesto aprobado 
de gastos.  Al respecto expresa:12 
 
En este caso, se trata de un recurso público administrado 
contractualmente por un particular- contratista, dentro de las 
específicas condiciones contractuales pactadas y sujeto a 
vigilancia por parte de la Administración, la cual implica la 
supervisión y autorización de los gastos con cargo a él; su 
disposición en una cuenta especial para cuya disposición debe 
injerir normalmente el interventor; y además debe estar 
amparado por una garantía que cubra su buen manejo. 
 
Si el contratista, llegare a apropiarse de tales recursos quedaría 
incurso en una responsabilidad fiscal, dada la naturaleza del 
                                                                                                                                                    
11
 Corte Constitucional. Providencia C-233 de octubre 07 de 1998, M.P. Dr. ANTONIO BARRERA 
CARBONELL y Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 
12
 AMAYA OLAYA, Uriel Alberto. Teoría de la Responsabilidad Fiscal. Bogotá D.C. Universidad Externado de 
Colombia.  2002. p.254. 
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anticipo como recurso público, y la condición de administrador 
que sobre tales recursos tiene el contratista (gestión fiscal). 
 
En tal sentido, la Ley 610 de 200013 en su artículo 61 previó que los contratistas 
pueden ser declarados responsable fiscales: “Cuando en un proceso de 
responsabilidad fiscal un contratista sea declarado responsable, las contralorías 
solicitarán a la autoridad administrativa correspondiente que declare la caducidad 
del contrato, siempre que no haya expirado el plazo para su ejecución y no se 
encuentre liquidado”.  Resulta clara además la intención del legislador de vincular 
como gestores fiscales a los contratistas, toda vez que con la declaratoria de 
responsabilidad, una vez adelantado y ejecutoriado el juicio correspondiente, no 
sólo entrarán a responder con su propio patrimonio por los perjuicios causados, 
sino que además les será impuesta una de las sanciones más severas y gravosas 
previstas para un contratista en la Ley 80 de 199314 en su artículo 8º literal c), cual 
es la declaratoria de caducidad administrativa que genera una inhabilidad de 5 
años para contratar con el Estado.  
 
3.2 CONNOTACIONES DOCTRINALES DE LA RESPONSABILIDAD FISCAL 
 
Existe disparidad de criterios de la doctrina en lo que tiene que ver con la 
responsabilidad fiscal de los particulares que participan en los procesos 
contractuales ya sea como contratistas o interventores, y con respecto a los 
órganos o personas que prestan asesoría. 
 
Para algunos, las personas u órganos que prestan asesoría en el tramite 
precontractual de los procesos de contratación responden fiscalmente por los 
daños patrimoniales causados con su conducta gravemente culposa y negligente 
realizada en cumplimiento de sus funciones, lo cual raya con la posición de otros 
                                                 
13
 Ley 610 de 2000 
14
 El artículo 8º de la Ley 80 de 1993 prevé en el literal c), que quienes hayan dado lugar a la declaración de 
caducidad, quedarán inhabilitados para contratar con el Estado por el término de 5 años, contados a partir de 
la fecha de ejecutoria del acto que declaró la caducidad. 
 31 
doctrinantes que consideran que sus actuaciones desembocan en simples 
conceptos no obligantes, que no comprometen su responsabilidad, la cual es 
exclusiva del representante legal de la entidad pública como gestor fiscal de los 
recursos que se ponen bajo su custodia amparado en el principio de 
responsabilidad  descrito en el numeral 5° del artículo 26 de la Ley 80 de 1993.  
 
Con respecto a los interventores, en algunos casos han sido excluidos de ser 
sancionados como responsables fiscales por sus actos irresponsables al dar 
viabilidad a una obra con claras inconsistencias estructurales y técnicas, al firmar 
actas de avances parciales de obra sin ejecutar, autorizando el pago 
correspondiente y al suscribir actas finales sin ejecución de obra o con menor obra 
ejecutada, amparados en el artículo 53 de la Ley 80 de 1993 que limita su 
responsabilidad a aspectos penales, civiles y disciplinarios, asimilándolos para 
estos efectos a funcionarios públicos.  Por el contrario, cabe la teoría de que 
deben ser considerados gestores fiscales sujetos de responsabilidad fiscal 
teniendo en cuenta la naturaleza de sus funciones que son precisamente 
salvaguardar los recursos públicos que se han puesto bajo su custodia al ser 
contratado como interventor de obra, a lo que se suma que el acto de autorización 
de pagos a través de actas parciales puede ser asimilado a un acto de disposición 
configurándose los requisitos de disponibilidad material y jurídica considerados 
como presupuesto de configuración de la gestión fiscal. 
 
Aunque existe un punto de partida con respecto a la gestión fiscal de funcionarios 
públicos y particulares que participan en la contratación estatal se requiere unificar 
criterios sobre bases teóricas y jurisprudenciales que no den lugar a dudas, sobre 
su configuración como presupuesto para emitir fallos con responsabilidad fiscal. 




3.3 NORMATIVIDAD JURIDICO-LEGAL REFERENTE A LA 
RESPONSABILIDAD FISCAL 
 
3.3 1 Fundamentos Constitucionales 
 Art. 2. Fines del Estado.  
 Art. 6. Responsabilidad de los Funcionarios y los particulares. 
 Art. 29. Debido Proceso. 
 Art. 90. Estructura la responsabilidad patrimonial del estado frente a los 
administrados. 
 Art. 119.Vigilancia de la Gestión Fiscal. 
 Art. 228. Prevalencia del Derecho Sustancial. 
 Art. 267. Control Fiscal como Función Pública. 
 Art. 268. Facultad para establecer Responsabilidad Fiscal. 
 Art. 271. Valor Probatorio de las Indagaciones Preliminares de la Contraloría 
General de la República.  
 Art. 272. Vigilancia de Departamentos y Municipios 
 
3.3.2 Fundamentos Legales 
 
 Ley 610 de 2000. Proceso de Responsabilidad Fiscal. 
 Código Contencioso Administrativo. Parte 1 Art. 1 a 81. 
 
 Código de Procedimiento Civil. Pruebas. 
 
 Código de Procedimiento Penal. Delitos contra el patrimonio público. 
 
 Ley 1474 de 2011 
 
3.3.3 Tramite Procesal En la Ley 610 de 2000, acerca del aspecto procesal que 
asiste en el caso de responsabilidad fiscal, las connotaciones conceptuales de la 
responsabilidad fiscal, están comprendidas dentro del concepto de la 
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administración financiera del Estado y por consiguiente, atañe a quienes ejercen 
gestión fiscal. 
 
Según Younes (2006) “La figura jurídica de la gestión fiscal comprende el conjunto 
de operaciones relacionadas con la administración, explotación y disposición de 
los recursos que integran el patrimonio de la Nación y de sus entidades 
descentralizadas, tales como el recaudo de fondos, la adquisición o enajenación 
de bienes y la ordenación de gastos e inversiones”.15 
 
Desde la promulgación de la ley 42 de 1923, que creó la Contraloría, se estableció 
la competencia exclusiva del Contralor General de la República “para todos los 
asuntos atinentes al examen, glosa y fenecimiento de las cuentas de los 
funcionarios encargados de recibir, pagar y custodiar fondos y bienes de la 
Nación.16 
 
Posteriormente la ley 58 de 1946, reformatoria de la ley orgánica de la Contraloría, 
en su artículo 2° dispuso que corresponde al contralor en su condición de suprema 
autoridad fiscal, "La exclusiva jurisdicción para tramitar y decidir por medio de 
fallos definitivos, que se denominan fenecimientos, todos los juicios fiscales que 
provengan de glosas formuladas contra los responsables en el trámite del examen 
y calificación de sus cuentas". 
 
Así mismo, de acuerdo con lo preceptuado en el numeral 8 del artículo 268, 
deberá "promover ante las autoridades competentes, aportando las pruebas 
respectivas, investigaciones penales o disciplinarias contra quienes hayan 
causado perjuicio a los intereses patrimoniales del Estado.  La Contraloría, bajo su 
responsabilidad, podrá exigir, verdad sabida y buena fe guardada, la suspensión 
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 YOUNES M, Diego. La responsabilidad fiscal. Bogotá, Grupo editorial Ibáñez, 2006, p. 298 
16
 Ibíd. p. 298  
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inmediata de funcionarios mientras culminan las investigaciones o los respectivos 
procesos penales o disciplinarios''. 
 
Específicamente la Ley 610 se ocupa de regular la responsabilidad fiscal de los 
servidores públicos y también de los particulares, cuando en ejercicio de la gestión 
fiscal o con ocasión de esta, causen por acción u omisión y en forma dolosa o 
culposa un daño al patrimonio del Estado; así como lo pertinente a las 
consecuencias de la declaración de responsabilidad fiscal, precisando algunas 
disposiciones finales. 
 
De manera particular, Younes (2006) señala que de la Ley, “son de destacar los 
siguientes aspectos: la precisión legal de las nociones de responsabilidad fiscal y 
proceso de responsabilidad fiscal, la determinación del monto de la 
responsabilidad, las reglas sobre caducidad y prescripción de la acción fiscal, el 
establecimiento de términos en el trámite de todas las fases del proceso, la 
regulación de las medidas cautelares y la incorporación de las garantías a los 
implicados en correspondencia con el tratamiento jurisprudencial sobre la materia 
(Carlos Germán Navas Talero, Representante a la Cámara)".17 
 
3.3.4 Lineamientos básicos del proceso de responsabilidad fiscal.  Según la 
Ley 610 de 2000 son los siguientes: 
 
a) Según el artículo 1º de la Ley 610 de 2000, el proceso de responsabilidad 
fiscal es conjunto de actuaciones administrativas adelantadas por las Contralorías 
con el fin de determinar y establecer la responsabilidad de los servidores públicos 
y de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de 
ésta, causen por acción u omisión y en forma dolosa o culposa un daño al 
patrimonio del Estado. Quiere decir entonces que la gestión fiscal constituye el 
elemento vinculante de dicha responsabilidad. 
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 Ibíd., p. 301 
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La Corte Constitucional sobre los alcances del concepto de gestión fiscal, aclara lo 
siguiente: 
 
"Como bien se aprecia, se trata de una definición que comprende las actividades 
económicas, jurídicas y tecnológicas como universo posible para la acción de 
quienes tienen la competencia o capacidad para realizar uno o más de los verbos 
asociados al tráfico económico de los recursos y bienes públicos, en orden a 
cumplir los fines esenciales del Estado conforme a unos principios que militan 
como basamento, prosecución y sentido teleológico cíe las respectivas 
atribuciones y facultades.  Escenario dentro del cual discurren, entre otros, el 
ordenador del gasto, el jefe de planeación, el jefe jurídico, el almacenista, el jefe 
de presupuesto, e! pagador o tesorero, el responsable de la caja menor, y por 
supuesto, los particulares que tengan capacidad decisoria frente a los fondos o 
bienes del erario público puestos a su cargo. Siendo patente que en la medida en 
que los particulares asuman el manejo de tales fondos o bienes, deben someterse 
a esos principios que de ordinario son predicables de los servidores públicos, a 
tiempo que contribuyen directa o indirectamente en la concreción de los fines del 
Estado"18. 
 
b) Principios orientadores de la acción fiscal. En el ejercicio de la acción de 
responsabilidad fiscal se garantizará el debido proceso y su trámite se adelantará 
con sujeción a los principios establecidos en los artículos 29 y 209 de la 
Constitución Política y a los contenidos en el Código Contencioso Administrativo. 
 
c) Concepto de Gestión fiscal. Se entiende por gestión fiscal el conjunto de 
actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores 
públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o 
fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, 
conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, 
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 Sentencia C-840 agosto de 2001 
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adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la 
recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines 
esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, 
economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y 
valoración de los costos ambientales. 
 
d) Objeto de la responsabilidad fiscal. La responsabilidad fiscal tiene por objeto 
el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio público como 
consecuencia de la conducta dolosa o culposa de quienes realizan gestión fiscal 
mediante el pago de una indemnización pecuniaria que compense el perjuicio 
sufrido por la respectiva entidad estatal. 
 
La misma ley añade que para el establecimiento de responsabilidad fiscal en cada 
caso, se tendrá en cuenta el cumplimiento de los principios rectores de la función 
administrativa y de la gestión fiscal. 
 
e) Autonomía de la responsabilidad fiscal. Esta responsabilidad es autónoma e 
independiente y se entiende sin perjuicio de cualquier otra clase de 
responsabilidad. En consecuencia es distinta y no se contrapone con la 
responsabilidad disciplinaria ni con la responsabilidad política, ni aún con la 
responsabilidad penal. (Ver artículo 110 de la Ley 1474 de 2011) 
 
3.3.5 Elementos de la responsabilidad fiscal.  La responsabilidad fiscal está 
integrada por los siguientes elementos: 
 
 Una conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión 
fiscal. 
 
 Un daño patrimonial al Estado. 
 
 Un nexo causal entre los dos elementos anteriores.  
 
Específicamente, cada uno de estos elementos, se entienden así: 
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a) Conducta dolosa o culposa. Ello supone que la responsabilidad fiscal es de 
carácter subjetivo porque busca determinar si el imputado obró con dolo o culpa. 
(C-6 19 de 2002). 
 
Recuérdese que en materia disciplinaria tampoco existe la responsabilidad 
objetiva, y por el contrario la Ley 734 de 2002 que contiene el Código Disciplinario 
Único para la Función Pública define la responsabilidad disciplinaria igualmente 
como eminentemente subjetiva. 
 
b) Daño patrimonial al Estado. Se entiende por daño patrimonial al Estado la 
lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, 
perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos 
públicos, o de los intereses patrimoniales del Estado, producidos por una gestión 
fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en 
términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines 
esenciales del Estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, 
programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las contralorías. 
 
Según Younes (2006), “dicho daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los 
servidores públicos o por la persona natural o jurídica de derecho privado, que en 
forma dolosa o culposa produzcan directamente o contribuyan al detrimento al 
patrimonio público.”19 
 
c) Nexo causal entre la conducta dolosa o culposa y el daño patrimonial v 
pérdida, daño o deterioro de bienes. En los casos de pérdida, daño o deterioro 
por causas distintas al desgaste natural que sufren las cosas, bienes en servicio o 
inservibles no dados de baja, únicamente procederá derivación de responsabilidad 
fiscal cuando el hecho tenga relación directa con el ejercicio de actos propios de la 
gestión fiscal por parte de los presuntos responsables. 
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  YOUNES M, Diego. La responsabilidad fiscal. Bogotá: Grupo editorial Ibáñez, 2006, p. 304 
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Dice al autor en referencia, que en los demás eventos de pérdida, daño o deterioro 
de este tipo de bienes, el resarcimiento de los perjuicios causados al erario 
procederá como sanción accesoria a la principal que se imponga dentro de los 
procesos disciplinarios que se adelanten por tales conductas o como 
consecuencia civil derivada de la comisión de hechos punibles, según que los 
hechos que originaron su ocurrencia correspondan a las faltas que sobre guarda y 
custodia de los bienes estatales establece el Código Disciplinario Único o a los 
delitos tipificados en la legislación penal. 
 
Al respecto, el pronunciamiento de la Corte Constitucional, dice: "Para una mayor 
ilustración conviene registrar dentro de un horizonte mucho más amplio que los 
daños al patrimonio del Estado pueden provenir de múltiples fuentes y 
circunstancias, dentro de la cuales la irregularidad en el ejercicio de la gestión 
fiscal es apenas una entre tantas.  De suerte que el daño patrimonial al Estado es 
susceptible de producirse a partir de la conducta de los servidores públicos y de 
los particulares, tanto en la arena de la gestión fiscal como fuera de ella.  sí por 
ejemplo, el daño patrimonial estatal podría surgir con ocasión de una ejecución 
presupuestal ilegal, por la pérdida de unos equipos de computación, por la 
indebida apropiación de unos flujos de caja, por la ruptura arbitrariamente 
provocada en las bases de un edificio del Estado, por el derribamiento culposo de 
un semáforo en el tráfico vehicular, y por tantas otras causas que no siempre 
encuentran asiento en la gestión fiscal.  Siendo patente además que para efectos 
de la mera configuración del daño patrimonial al Estado, ninguna trascendencia 
tiene el que los respectivos haberes formen parte de los bienes fiscales o de uso 
público, o que se hallen dentro o fuera del presupuesto público aprobado para la 
correspondiente vigencia fiscal"20. 
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De tal manera que el bien jurídico tutelado por la responsabilidad fiscal es el 
adecuado manejo de fondos o bienes oficiales y el proceso correspondiente se 
constituyó en la forma de hacerlo electivo. (Ver artículo 113 Ley 1474 de 2011) 
 
3.3.6 Iniciación, caducidad y prescripción de la responsabilidad.  En 
consonancia con lo establecido en las Leyes 563 y 610 de 2000, el proceso de 
responsabilidad fiscal puede iniciarse de oficio, en ejercicio de la función de control 
fiscal, o a petición de la entidad vigilada o por denuncia de cualquier persona u 
organización ciudadana, en especial sí se trata de una veeduría ciudadana. 
 
Es de aclarar que la responsabilidad fiscal prescribe en cinco (5) años, contados a 
partir del auto de apertura del proceso de responsabilidad fiscal, si en ese término 
no se dictó providencia en firme que la declare. 
 
El vencimiento de los términos señalados no impide, sin embargo, que por la 
comisión de hechos punibles, se obtenga la reparación de todo el detrimento y 
perjuicios sufridos por la administración, en acción civil dentro de proceso penal. El 
titular de tal acción será el contralor o la propia entidad pública (Art. 9º Ley 610 de 
2000). 
 
3.3.7  Pruebas en los procesos de responsabilidad fiscal.  Es necesaria la 
prueba de la certeza de la conducta fiscal reprochable, la ocurrencia del daño 
patrimonial del Estado, y la imputación de responsabilidad fiscal para el 
investigado. 
 
Todo cargo de incriminación fiscal se considerará sin valor si se funda en prueba 
que se produjeron sin las exigencias legales o en forma que afectó los derechos 
fundamentales del investigado, en los términos del art. 29 la Constitución Política, 
que como se sabe consagra el derecho fundamental al debido proceso en nuestro 
país. 
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Recuérdese con Younes (2006), que esta responsabilidad es de carácter subjetivo 
y en consecuencia debe haberse probado el dolo o la culpa en los términos de la 
ley. Igualmente toda providencia dictada en el proceso de responsabilidad fiscal 
debe fundarse en pruebas legalmente producidas y allegadas o aportadas al 
proceso.  El fallo con responsabilidad fiscal sólo procederá cuando obre prueba 
que conduzca a la certeza del daño patrimonial y de la responsabilidad del 
investigado.  El investigado o quien haya rendido exposición libre y espontánea 
podrá pedir la práctica de las pruebas que estime conducentes o aportarlas.  La 
denegación total o parcial de las evidencias solicitadas o allegadas deberá ser 
motivada y notificarse al peticionario, decisión contra la cual proceden los recursos 
de reposición y apelación aporte el daño patrimonial al Estado y la responsabilidad 
del investigado podrán demostrarse con cualquiera de los medios de prueba 
legalmente reconocidos y las pruebas deberán apreciarse en conjunto de acuerdo 
con las reglas de la sana crítica y la persuasión racional. 
 
Las pruebas obrantes válidamente en un proceso judicial, de responsabilidad 
fiscal, administrativo o disciplinario, podrán trasladarse en copia o fotocopia al 
proceso de responsabilidad fiscal y se apreciarán de acuerdo con las reglas 
preexistentes, según la naturaleza de cada medio probatorio.  Los hallazgos 
encontrados en las auditorias fiscales tendrán validez probatoria dentro del 
proceso de responsabilidad fiscal, siempre que sean recaudados con el lleno de 
los requisitos sustanciales de ley.  Estas son denominadas pruebas trasladadas. 
 
Estas regulaciones probatorias en los procesos de responsabilidad fiscal se 
compendian en los artículos 22 y siguientes de la Ley 610 de 2000. 
 
3.3.8  La imputación en materia de responsabilidad fiscal (Ley 610, Art. 48) El 
funcionario competente proferirá auto de imputación de responsabilidad fiscal si: 
 
a) Se probó objetivamente el detrimento patrimonial del Estado; 
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b) Obran por lo menos testimonios con serios motivos de credibilidad, indicios 
graves, documentos, peritación u otro medio probatorio de responsabilidad fiscal 
del implicado. 
 
El auto por mandato del Art. 48 ibídem debe precisar: 
 
 El presunto responsable. 
 La entidad pública afectada. 
 La compañía aseguradora, señalando número de póliza y valor asegurado. 
 Las pruebas recaudadas y su valor.  
 Los elementos incriminatorios de la responsabilidad. 
 
3.3.9  Fallos en materia de responsabilidad fiscal Parten delas siguientes 
consideraciones: 
 
a) Fallo con responsabilidad fiscal. Preceptúa el art. 53 de la Ley 610 que se 
debe proferir fallo con responsabilidad fiscal en los siguientes eventos: 
 
Cuando se haya identificado al presunto responsable fiscal, obre prueba de 
certeza del daño patrimonial, la ocurrencia de culpa leve del gestor fiscal, sea 
inequívoca la relación de causalidad entre la conducta y el daño, y se justifique 
plenamente la obligación de que el responsable pague una suma líquida de dinero 
por el daño. 
 
b) Fallo sin responsabilidad fiscal (Ley 610, art. 54) Por su parte se debe 
proferir fallo sin responsabilidad fiscal en los siguientes casos: 
 
 Cuando se hayan desvirtuado las imputaciones en los siguientes casos: 
 Si no se recaudó la prueba de la certeza de los elementos de la responsabilidad 
fiscal. 
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En todo caso, la decisión deberá notificarse al interesado21. 
 
c) Mérito ejecutivo del fallo con responsabilidad El art. 58 de la ley objeto de 
estudio advierte que en firme el fallo con responsabilidad, presta mérito ejecutivo 
contra el responsable fiscal y su garante. La ejecución se hará por la jurisdicción 
coactiva de la contraloría.  
 
d) Control jurisdiccional del fallo de responsabilidad fiscal Sólo el fallo de 
responsabilidad fiscal, en firme, como acto definitivo del procedimiento 
administrativo de investigación fiscal, es susceptible del control de legalidad ante 
la jurisdicción en lo contencioso administrativo, (art. 59 ley 610). 
 
e) Proceso de responsabilidad fiscal Improcedencia de la caducidad de la 
acción.22 
 
"El artículo 38 del C.C.A. se refiere a la caducidad de las sanciones, pero el fallo 
con responsabilidad fiscal no es una sanción, pues éstas son, de conformidad con 
el artículo 99 de la Ley 42 de 1993, la amonestación, la multa, la remoción y la 
suspensión, todas ellas consecuencia de un proceso disciplinario, en tanto que el 
fallo con responsabilidad fiscal es el resultado del juicio fiscal, el cual es definido 
por el artículo 79 de la ley 42 de 1993.  Examinado el texto de esta ley, la Sala 
encuentra que la misma no fijó expresamente el término de caducidad para el 
juicio de responsabilidad fiscal y no obstante que el artículo 89 de la citada ley 
dispone que “en los aspectos no previstos en este capítulo se aplicarán las 
disposiciones contenidas en el Código Contencioso Administrativo o de 
Procedimiento Penal según el caso", la Sala considera que el artículo 38 del 
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 Se puede afirmar que la ley citada regulatoria del procedimiento de la responsabilidad fiscal ha corrido con 
buen suceso ante la Corte Constitucional. Sentencia C-840 de 2001. Sin embargo las expresiones "hasta su 
culminación" y "hasta no terminarse el proceso de responsabilidad fiscal" fueron declaradas inexequibles. 
Sent. C-477 de 2001. 
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 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 1. Sentencia, abril 2 de 1998; Consejero 
Ponente, LIBARDO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ. 
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C.C.A. no es aplicable, pues, de una parte, el juicio de responsabilidad fiscal no es 
una sanción, y, de otra parte, porque del contenido del artículo 17 de la citada ley 
se desprende que dicho juicio de responsabilidad fiscal puede ser iniciado en 
cualquier momento, lo cual implica que su ejecución no está limitado en el tiempo”. 
La resolución 5305 de 2007 establece la competencia para el trámite de la acción 
en la Contraloría. 
 
La Ley 1474 de 2011 sobre anticorrupción establece algunas modificaciones a la 
Ley 610 de 2000, siendo de importancia para el presente estudio, los siguientes 
artículos: 
 
Artículo 118. Determinación de la culpabilidad en los procesos de 
responsabilidad fiscal.  El grado de culpabilidad para establecer la existencia de 
responsabilidad fiscal será el dolo o la culpa grave. 
 
Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con dolo cuando por los mismos 
hechos haya sido condenado penalmente o sancionado disciplinariamente por la 
comisión de un delito o una falta disciplinaria imputados a ese título. 
 
Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave en los siguientes 
eventos: 
 
a) Cuando se hayan elaborado pliegos de condiciones o términos de referencia en 
forma incompleta, ambigua o confusa, que hubieran conducido a interpretaciones 
o decisiones técnicas que afectaran la integridad patrimonial de la entidad 
contratante; 
 
b) Cuando haya habido una omisión injustificada del deber de efectuar 
comparaciones de precios, ya sea mediante estudios o consultas de las 
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condiciones del mercado o cotejo de los ofrecimientos recibidos y se hayan 
aceptado sin justificación objetiva ofertas que superen los precios del mercado; 
 
c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de las obligaciones propias de los 
contratos de interventoría o de las funciones de supervisión, tales como el 
adelantamiento de revisiones periódicas de obras, bienes o servicios, de manera 
que no se establezca la correcta ejecución del objeto contractual o el cumplimiento 
de las condiciones de calidad y oportunidad ofrecidas por los contratistas; 
 
d) Cuando se haya incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad o 
la de hacer exigibles las pólizas o garantías frente al acaecimiento de los 
siniestros o el incumplimiento de los contratos; 
 
e) Cuando se haya efectuado el reconocimiento de salarios, prestaciones y demás 
emolumentos y haberes laborales con violación de las normas que rigen el 
ejercicio de la función pública o las relaciones laborales. 
 
Artículo 119. Solidaridad.  En los procesos de responsabilidad fiscal, acciones 
populares y acciones de repetición en los cuales se demuestre la existencia de 
daño patrimonial para el Estado proveniente de sobrecostos en la contratación u 
otros hechos irregulares, responderán solidariamente el ordenador del gasto del 
respectivo organismo o entidad contratante con el contratista, y con las demás 







4.  ANÁLISIS SOBRE LAS IMPLICACIONES DE FALLOS CON 
RESPONSABILIDAD FISCAL 
 
En este capítulo en primer lugar se referencian, en el cuadro adjunto, 71 fallos con 
y sin responsabilidad fiscal emitidos por la Contraloría General de la República 
durante los años 2007-2009 a los cuales se delimita la presente investigación.  Se 
clasificaron en siete (7) niveles de causalidad que aquí se entienden como 
variables o categorías de tipificación de las conductas referidas a 113 personas 
que desempeñaban funciones públicas y 37 como particulares, precisando sus 
causas y fundamentación jurídica y jurisprudencial.  A partir de los datos 
registrados, se hace el análisis de una muestra representativa de siete(7) fallos 
con responsabilidad fiscal de los gestores y cinco (5) fallos sin responsabilidad de 
acuerdo con las siete categorías o variables de conductas tipificadas, según los 
expedientes a cargo de la Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría 
Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la 
Contraloría General de la República, por la gestión fiscal de los funcionarios 
públicos y particulares que participaron en contratación estatal. 
 
Se entiende que los doce (12) fallos de la muestra sobre los cuales se hizo el 
análisis, permiten igualmente contextualizar otros de los 71 fallos registrados en el 
cuadro, que sean similares en cuanto a la responsabilidad fiscal que les asiste, o 
por el contrario que no sean pertinentes en tal sentido. 
 
4.1 CLASIFICACIÓN DE LOS FALLOS SEGÚN TIPO DE CAUSALES Y 
GESTORES RESPONSABLES 
 
En el siguiente cuadro se referencian los 71 fallos revisados en concordancia con 
los siete categorías de causalidad en que se agruparon.  Luego se procederá a 




























9 Público: 9 - Ley 610 de 2000: Arts. 4, 5, 6 inciso 2do, 9, 16, 39, 40, 42, 44, 45, 52 y 
53  
- Constitución Política: Arts. 2, 6, 22, 121, 124, 209, 267 y 271 
- Ley 80 de 1993: Arts.: 3, 4, 11 numeral 3ro literal a), 14 numeral 1º, 24, 
25, 26 numeral 3º, 29 inciso 3º. 
- Ley 678 de 2001: Arts. 5 y 6. 
- Ley 42 de 1993: Art. 8 
- Código Civil Art. 63. 
- Código Penal Arts. 22 y 23  
- Art. 968 C. de Comercio 
- Estatuto Contratación Pública: Art. 25 
- Corte Constitucional, Sentencias: 
 SU –620 de 1996 
 C -840 de 2001 
 C –619 de 2002 
 C -832 de 2002  
 SU -901 de 2005 
 C -340 de 2007 
- Consejo de Estado: 
 AP-03-01195- 01, M.P. Dr. Ramiro Saavedra Becerra. 
 Expediente No. 820 de 1991 
 Consulta No. 720 de 1995 
 Concepto No. 941 de 1996. 
 Concepto No.848 de 1996 
- Corte Suprema: 
 Sentencia de tutela – expediente No. 6206 del 4 de mayo de 1999, M.P. 

















































 12 Público: 18 
Particular: 5 
- Ley 610 de 2000: Arts. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 18, 44, 50, 51, 53 parágrafo 2º, 55 
- Constitución Política: 209, 267, 268 numeral 5º y 271 
- Ley 80 de 1993: Arts. 3, 26 numerales 1ro, 4to y 8vo. 
- Ley 87 de 1993: Art. 4 
- Ley 734 de 2002: Art. 48 numeral 57 
- Ley 678 de 2001: Arts. 5, 6 
- Decreto: No. 1737 agosto de 1998; 
- Decreto: No.2209 octubre de 1998 
- Código Civil. Art. 63  
- Código Penal Arts. 22 y 23  
- Código Contencioso Administrativo: Arts. 44 y 45. 
- Corte Constitucional, Sentencias: 
 C – 410 de 1994; SU – 620 de 1996;  
 C- 566 de 2000; C -840 de 2001 
- Consejo de Estado: 
 Concepto No.848 de 1996 













































































16 Público: 41 
Particular: 25 
- Constitución Política: Arts. 1,2,3,6,23,24 numeral 8º; 25 numerales 
1º, 3º; 26 numerales 1º, 2º y 4º ; 90 inciso 2º ; 122 y ss., 209, 267, 268 
numeral 5º. 
- Ley 610 de 2000: Arts. 1, 3, 4, 5 numeral 1º; 6 e inciso 
2º;9,16,26,39,40,42,44 inciso 2º,48,52,53 e inciso 2º, 54, 
- Ley 30 de 1989 
- Ley 42 de 1993: Arts. 2, 8, 26, 92 
- Ley 80 de 1993: Arts. 3, 4, 23, 24 numeral 8º; 25 numerales 12º, 19º, 
143º ; 26 numerales 1º, 2º, 3º, 4º, 5º y 8º; 30, 60, 61. 
- Ley 331 de 1996: Art. 9 
- Ley 678 de 2001: Art. 5, 6 
- Decretos: 
 No. 111 de 1996: Arts. 88,89, 112;  
 No. 841 de 1990 
 No.1737 agosto de 1998: Art.12 
 No. 2209 de octubre de 1998 
- Resolución No. 5500 del 4 de julio de 2003 
- Código Civil: Art., 14, 16,  63.  
- Código Penal: Art. 22  
- Código de Procedimiento Civil: Art. 238 numeral 6º 
- Código de Comercio: Art. 1079, 1081 
- Corte Constitucional, Sentencias: 
 C -046 de 1994 
 SU – 620 de 1996 
 C-189 de 1998 
 C- 623 de 1999 
 C- 619 de 2001 
 C -364 de 2001 
 C – 840 de 2001  
 C – 832 de 2002 
- Consejo de Estado: 
 Sentencia expediente No. 820 de 1991. 
 Consulta No. 732 de 1995  
 Concepto No.848 de 1996 
 Concepto No.941 de 1996 
 Sección Primera Expediente 4521 septiembre de 1998 
- Contraloría General: 
 Concepto No. 2007 IE 38275 del 22 de octubre de 2007 









































































































- Constitución Política: Art. 3, 6, 29, 113, 117, 119, 121,122, 124, 
150, 209, 267 inciso 1º, 268 numeral 5º, 335 
 
- Ley 1º de 1980: Arts. 1, 2,,3,4 
- Ley 610 de 2000: Arts.1,3, 4 parágrafo 1º,2º ; 5, 6 inciso 2º ; 7, 9 
inciso 2º, 26, 39 al 61, 
- Ley 678 de 2001: Art. 5, 6 
- Ley 200 de 1995: Art. 27, 40 numerales: 2,5,18,22,23,24,25 
- Decreto Ley 267 de 2000 
- Decreto 111 de 1996: Art.112 / Estatuto Orgánico del Presupuesto 
- Decreto 624 de 1989 /Estatuto Tributario: Art. 799 
- Código Civil: Art. 22, 63,   
- Código de Comercio: Art. 1081 
- Código Penal: Art. 22, 23 
 
- Corte Constitucional, Sentencias: 
 SU – 620 de 1996 
 C- 101 de 1996 
 C- 651 de 1997 
 T- 1362 de 2000 
 C -840 de 2001 
 C -364 de 2001 
 C- 648 de 2002 
 C- 619 de 2002 
 C- 832 de 2002 
 C- 340 de 2007 
 
- Consejo de Estado: 
 Concepto No. 732 de 1995  
 Concepto No. 848 de 1996 
 Concepto No.1522 de 2003 
 Concepto No.1497 de 2003 
 Concepto No.1564 de 2004 
 
- Corte Suprema de Justicia: 
 S.1999-00206/2005,Exp.05001-3103-016-1999-00206-01, 
M.P.: Jaime Alberto Arrubla Paucar. 
 Sentencia No.4733-01 de 2006 
 
- Contraloría General: 
 Concepto No. 1892 Oficina Jurídica de la Contraloría 
General de la República. 
 Concepto No. 2192 de 2003 Oficina Jurídica de la 
Contraloría General de la República. 
 Concepto No. 80112 de 2007 Oficina Jurídica de la 
Contraloría General de la República 
 
- Superintendencia Financiera: 
 Concepto No.2002000023-1 de 2002 
 































































































- Constitución Política: 
 
 Ley 610 de 2000: Arts: 3, 4, 5, 6, 9, 16, 26, 36, Cáp. III, IV, V,Art. 6, 
122, 267 268 numeral 5º 
- Ley 678 de 2001 
 
- Decreto: No. 1211 1990: Art. 188 
 
- Decreto: No. 11042 de 1978; 
 
- Decreto: No. 1569 1998: Art. 8 
 
- Código Civil: Art. 63,   
 
- Código Penal: Art. 22, 44  
-  
- Código de Comercio: Art. 1081 
 
- Corte Constitucional, Sentencias: 
 C- 529 de 1993 
 SU – 620 de 1996 
 C -840 de 2001 
 C -374 de 2002 
 C -290 de 2002 
 C- 832 de 2002 
 
- Consejo de Estado: 
 Expediente No. 820 octubre/7/91 
 Concepto No. 732 de 1995  
 Consulta No. 720 de 1995  
 Concepto No. 941 de 1996  
 Concepto No.1522 de 2003 
 
- Contraloría General: 
 
 Concepto No. 0070 de de 2001 Oficina Jurídica de la 
Contraloría General de la República 
 Concepto No. 1892 Oficina Jurídica de la Contraloría 
General de la República. 
 
 




















































Privado 1  
- Constitución Política: Art.: 2, 5, 6, 22 y ss., 29, 83, 209, 243 
- Ley 610 de 2000: Arts:1, 2, 3, 4, 5, 6, 40, 44, 52, 53 último inciso 
- Ley 42 de 1993: Art: 8 
- Ley 80 de 1993: Arts.25, 26 
- Ley 678 de 2001: Art.:5, 6 
- Código Penal: Art.: 22 
- Código Civil: Art. 63 inciso 1º   
- Decreto: No. 2445 de 2000: Art. 3º 
- Corte Constitucional, Sentencias: 
 C -046 de 1994 
 T- 462 de 1996 
 SU – 620 de 1996 
 C- 651 de 1997 
 C-189 de 1998 
 C -840 de 2001 
 C- 423 de 2002 
 C-648 de 2002 
 C -832 de 2002 
- Corte Suprema de Justicia: 
 Expediente No.5177 de 2000 
 Expediente No.5173 de 1999 
- Consejo de Estado: 
 Concepto No. 732 de 1995  
 Concepto No. 848 de 1996 
 AP-03-01195- 01, M.P. Dr. Ramiro Saavedra Becerra. 
- Contraloría General: 
 Concepto No. 80112-1291 de 2003 Oficina Jurídica de la 


























































5 Público: 4 
Particular: 3 
- Constitución Política: Art.: 1, 2, 5, 6, 121, 124, 209, 267, 268 
numeral 5º, 271 
- Ley 610 de 2000: Arts:1, 3,4,5,6, 40 
- Ley 80 de 1993: Arts. 2 numeral 2º, 24 numeral 1º, 32 
- Ley 42 de 1993: Art: 107 
- Ley 79 de 1993: Arts: 3 
- Ley 678 de 2001: Art.:5, 6 
- Decreto: No. 1482 de 1989 
- Decreto: No. 2170 de 2002 
- Código Penal: Art.: 6, ,22, 123 
- Código Civil: Art. 63  
- Corte Constitucional, Sentencias 
 T- 579 de 1993 
 C- 230 de 1995 
 SU – 620 de 1996 
 SU – 062 de 1999 
 C -840 de 2001 
 C -832 de 2002 
 C -648 de 2002 
- Consejo de Estado: 
 Concepto No. 732 de 1995  
 Concepto No. 848 de 1996 
 AP-03-01195- 01, M.P. Dr. Ramiro Saavedra Becerra. 
 Sentencia No. 13436 de 2001 
 
 




















































4 No. 00023 oct-31-07 
Instituto Colombiano del 
deporte -Coldeportes- 




5 No. 00006 mar-27-08 
Fondo Nacional de 
Caminos Vecinales 




6 No. 00007 abr-08-08 
Unidad Administrativa 
especial de la 
Aeronáutica Civil 
Directora - director 





7 No. 00014 may-29-08 CAPRECOM 
Jefe - auxiliar Operativo 






8 No. 00034 nov-21-08 









9 No. 00030 sep-17-09 
Instituto distrital de 
Deporte y Recreación - 
IDER- 





























































No. 00003 ene-31-07 
Fondo de Educación 
Regional de Cundinamarca 
FER 
Representante Legal de softhard 
ltda – Sec. Educ Asesor de 
proyectos especiales-director 




2 No. 00020 oct-12-07 
Instituto de Planificación Y 
Promoción de Soluciones 
energéticas IPSE 




3 No. 00013 may-29-08 Hospital Militar Central Aesalud centro urológico   1 
 
4 No. 00015 jun-05-08 
Financiera de Desarrollo 
territorial "FINDETER" 
presidente - Directora Fondos 






5 No. 00016 jun-12-08 
Universidad Pedagógica 
Nacional 
Vicerector Admtivo y 




6 No. 00020 jul-24-08 
Instituto de Planificación Y 
Promoción de Soluciones 
Energéticas IPSE 




7 No. 00023 jul-31-08 
Centro de Educación en 
Admón en salud "CEADS" 
Director 1   
Con 
Responsabilidad 
8 No. 00028 sep-25-08 
Departamento Administrativo 
Nacional de la Economía 
Solidaria "DANSOCIAL" 
director -subdirector 2     
9 No. 00002 feb-06-09 Universidad del Magdalena rector-contratista-interventor 2 1 
Con 
Responsabilidad 
10 No. 00003 feb-23-09 
Universidad Militar Nueva 
Granada 
rector - jefe oficina jurídica 2   
Sin 
Responsabilidad 
11 No. 00011 abr-29-09 
Instituto Colombiano del 
deporte-Coldeportes- 
director general -contratista 1 1 
Con 
Responsabilidad 
12 No. 00016 jun-12-09 
Instituto Nacional de Pesca 
y Acuicultura-INPA- 
director general 1   
Con 
Responsabilidad 














































































No. 00002 ene-25-07 







2 No. 00006 abr-17-07 
Municipio de Santiago de 











3 No. 00008 may-18-07 






4 No. 00009 may-25-07 Ministerio de transporte 
Director general de 
transporte marítimo -
construcciones y dragados 






5 No. 00024 oct-31-07 
Instituto de planificación y 






6 No. 00002 feb-06-08 
Fondo Nacional de Caminos 
Vecinales (En liquidación) 
contratista - interventor 1 1 
Con 
Responsabilidad 
7 No. 00003 feb-08-08 
Escuela superior de 
administración pública -
ESAP- 




8 No. 00009 abr-22-08 
"DAPRE" Departamento 
Administrativo de la 
Presidencia de la República 





















































































No. 00010 abril-25-08 
Instituto Nacional de 
vivienda de interés social y 




colmena- intermediaria con 
constructoras-diez y seis 
empresas constructoras-tres 
repres. legales y gerente de 
fonvisocial-alcalde y 
Secretario Planeación 
Munic. GALAPA- dos 




10 No. 00018 jun-27-08 IDU-Transmilenio-Autonorte 
Director del IDU- 
Coordinador del proyecto 
IDU-jefe de coordinación 
IDU-Director Técnico de 
construcciones-Subdirector 
general-Gerente proyecto 




11 No. 00024 ago-11-08 
servicio nacional de 
aprendizaje -SENA- 




12 No. 00032 oct-27-08 
universidad militar nueva 
granada 
rector -contratista 1 1 
Con 
Responsabilidad 
13 No. 00001 ene-29-09 







14 No. 00005 mar-13-09 
instituto colombiano de la 
participación Jorge Eliecer 
Gaitán "COLPARTICIPAR" 





15 No. 00007 abr-01-09 
Instituto nacional de vías 
INVIAS 
subdirectora general de 











































































































No. 00007 abr-24-07 
Banco Cafetero S.A. -
BANCAFÉ 






2 No. 00010 may-31-07 
Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público 
ex - asistente coordinación 





3 No. 00011 jun-21-07 
Caja de Crédito Industrial y 
Minero en Liquidación 




4 No. 00012 jun-26-07 Banco Agrario de Colombia 
Depósitos Especiales-







5 No. 00017 sep-19-07 
Banco Agrario de Colombia 
(CODABAS) 
Director Oficina CODABAS - 





6 No. 00019 sep-28-07 
comisión nacional de 
televisión 






7 No. 00026 nov-14-07 
Instituto Colombiano de 








8 No. 00029 dic-21-07 
instituto nacional de 
vigilancia de medicamentos 





9 No. 00030 dic-27-07 
oficina de registros públicos- 
Bogotá -zona sur 
Jefe Admtivo de registro de 
instrumentos públicos- zona 





10 No. 00004 feb-18-08 
instituto de pesca y 
acuicultura -INPA- liquidado 






11 No. 00024 jul-30-09 
U.A.E. DIAN - 
administración de personas 
jurídicas de Bogotá 
jefe división devoluciones - 


































































































2 No. 00025 nov-08-07 
Servicio Nacional de 
Aprendizaje -SENA- 
Subdirector Dirección de 
Empleo - Jefe de Capacitación 





3 No. 00031 dic-27-07 
La Previsora S.A. Compañía 
de Seguros 




4 No. 00005 feb-19-08 
Municipio de Talaigua 
Nuevo, Bolívar 




5 No. 00022 jul-31-08 
Caja de Retiros de Las 
Fuerzas Militares 





6 No. 00031 oct-20-08 
Instituto de Seguros Sociales 
Clínica del Niño Jorge 
Bejarano 




7 No. 00036 dic-24-08 
Fondo de Previsión Social 
del Congreso de La 
República "FONPRECON" 
Jefe División Admitiva Y 





8 No. 00026 ago-19-09 
Dirección de Impuestos Y 
Aduanas Nacionales -DIAN- 





9 No. 00029 sep-10-09 
Ejército nacional, batallón 
de intendencia no. 1 "las 
juanas" 




10 No. 00037 dic-11-09 





























































2 No. 00015 jul-18-07 
Empresa nacional de 
Telecomunicaciones 
Telecom en liquidación 
(Puerto Asís-Putumayo) 




3 No. 00016 sep-19-07 
superintendencia de 





4 No. 00027 nov-16-07 
centro de educación en 
administración en salud 
"CEADS" 






















7 No. 00030 oct-15-08 
dirección nacional de 
estupefacientes 
tres depositarios 
provisionales - dos 
















































































No. 00018 sep-26-07 








2 No. 00021 oct-29-07 
Alcaldía Municipal de 
Caruru- Vaupés- Codeter 
ltda (cooperativa nacional 






3 No. 00012 
may-18-
09 
Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar 
I.C.B.F. 
Tesorera y Presidente 
asociación el futuro de 
Eduardo Santos - 




4 No. 00017 jun-16-09 
Ministerio de Relaciones 
Exteriores 
Segundo Secretario, 






5 No. 00028 sep-7-09 




Representante Legal 1   
Con 
Responsabilidad 
Fuente: Autor de la investigación 
 
 
4.2 CONCEPTUALIZACION INHERENTE A LOS FALLOS DE LA MUESTRA, 
MATERIA DE ANALISIS SOBRE GESTION FISCAL EN CONTRATOS 
ESTATALES 
 
La fundamentación del análisis de los 12 fallos tomados como muestra (siete con 
responsabilidad y 5 sin responsabilidad fiscal), de los 71 casos registrados en el 
cuadro anterior, toma como referencia, los siguientes aspectos conceptuales: 
 
Un primer aspecto es la gestión fiscal en contratos, ya que esta actividad ha sido 
de compleja interpretación o asimilación por quienes deben ejercerla. Al respecto 
Gómez Lee, considera que “la situación contractual se encuentra enmarcada en 
tres criterios: uno que es objetivo o material; dos, una contratación estatal en un 
sentido amplio o general y tres, las personas que siendo particulares u 
organizaciones privadas, contratan con recursos públicos”23. 
 
De acuerdo con el primer criterio, se puede decir que sin interesar la naturaleza de 
una persona, la cual dispone el manejo o administración de recursos públicos y 
que en tal condición celebre un acuerdo de voluntades con otra y que produzca 
efectos jurídicos sobre tales recursos, está celebrando un contrato estatal, razón 
por la cual se convierte, en sentido amplio, en un gestor fiscal contractual, cuya 
normatividad regente es el Estatuto General de Contratación, la Ley 80 de 1993 y 
la Ley 1150 de 2007, que aplica el concepto de Contrato Estatal en sentido estricto 
y con reglas especiales de control fiscal según el artículo 65 de la Ley 80 de 
199324. 
 
En segundo lugar, la contratación estatal general, comprende todos los regímenes 
contractuales excepcionales sometidos al derecho privado y normas especiales 
por parte de entidades públicas, siendo éstos últimos los regímenes de derecho 
                                                 
23
 GÓMEZ LEE, Iván Darío. Control Fiscal y Seguridad Jurídica Gubernamental. Universidad Externado de 
Colombia. 2006. Pág.24 
24
 Ibídem, Pág.:25 
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privado, sin embargo, en virtud del artículo 13 de la Ley 115025 de 2007, están 
sometidos a principios constitucionales, inhabilidades e incompatibilidades, 
dándoles un marco de transparencia y de control fiscal al tener que aplicar 
precisamente los principios del artículo 267, de la gestión fiscal: economía, 
eficacia, eficiencia, equidad y la valoración de los costos ambientales. 
 
Por último, las personas que siendo particulares y/u organizaciones privadas 
contratan con recursos públicos, están sometidas a los principios que rigen la 
gestión fiscal y por consiguiente, al control que ejercen las contralorías. Tanto en 
la contratación general como en la particular, se ejerce el control fiscal según las 
normas generales.  
 
Consecuentemente, se puede aseverar que en cualquiera de estas situaciones, la 
contratación es una gestión fiscal, porque se dispone de recursos públicos, cuyo 
uso o destinación tiene múltiples finalidades, desde cumplir, apoyar, prestar, 
atender, realizar o ejecutar fines estatales hasta desarrollar políticas públicas. Por 
ende, en la gestión fiscal de los particulares, el contratante con recursos públicos 
es gestor fiscal y el contratista, lo es según el alcance de sus compromisos y la 
disposición que del erario realice. 
 
Al respecto, la Ley 610 de 200026 en su artículo 3, define gestión fiscal y enuncia 
una serie de actividades, en donde se pueden enmarcar muchas de las 
obligaciones y deberes aplicables a los contratantes y contratistas.  
 
Igualmente, el Consejo de Estado señala sobre gestión fiscal que es el: “conjunto 
de actividades económico-jurídicas relacionadas con la adquisición, conservación, 
explotación, enajenación, consumo, disposición de los bienes del Estado, así 
como la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los 
                                                 
25
 Ley 1150 de 2007 
26
 Ley 610 de 2000. Proceso de Responsabilidad Fiscal. 
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fines de éste, y realizadas por los órganos o entidades de naturaleza jurídica 
pública o por personas naturales o jurídicas de carácter privado”27. 
 
Así mismo, La Corte Constitucional, en vigencia de la Constitución de 1991, se 
ocupó de conceptuar la gestión fiscal diciendo que: “…alude a la administración o 
manejo de tales bienes en sus diferentes y sucesivas etapas de recaudo o 
percepción, conservación, adquisición, enajenación, gasto, inversión o 
disposición”28 
 
Por último, la gestión fiscal se puede aseverar como: “la administración de los 
recursos públicos con el objeto de asegurar el cumplimiento de los fines del 
Estado, con estricto cumplimiento de los principios de eficiencia, eficacia, 
economía, equidad y valoración de costos ambientales” 29. 
 
De todo lo anteriormente expuesto, se puede Inferir que un contrato celebrado con 
recursos públicos por parte no sólo del contratante y contratista sino también por 
todos los demás gestores, siempre desarrollarán alguna de las actividades 
enunciadas, actuando bien sea, individual y/o algunas veces, asociadamente.  
 
Un referente importante para determinar si las conductas de los servidores 
públicos constituyen gestión fiscal o no, es el análisis de si la misma gestión, 
conlleva la administración de recursos o el cumplimiento de deberes o funciones 
diferentes a ésta.  
 
En este sentido, La Ley 42 de 199330, en el artículo 83 estableció que la 
responsabilidad podría comprender también a estos sujetos y a los particulares 
                                                 
27
 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Consulta 848 del 31 de julio de 1996. Consejero 
Ponente César Hoyos Salazar. 
28
  Corte Constitucional. Sentencia C-529 de 1993. Magistrado Ponente, Eduardo Gil M. 
29
 GÓMEZ LEE, Iván Darío. Control Fiscal y Seguridad Jurídica Gubernamental. Universidad Externado de 
Colombia. 2006.  
30
 Ley 42 de 1993 
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que vinculados al proceso, hubiesen causado perjuicios a los intereses 
patrimoniales del Estado, de acuerdo con lo que establezca el respectivo juicio 
fiscal. Igualmente, La Ley 610 de 2000, hace mención específica en el artículo 61, 
sobre la responsabilidad fiscal de los contratistas y en sus artículos 1 y 6 incorpora 
en la categoría de gestores fiscales a los servidores públicos y particulares, como 
los contratistas que actúan con ocasión de la gestión fiscal o que contribuyen a 
que se presente detrimento patrimonial. Aspectos que fueron igualmente 
estudiados por la Corte Constitucional en Sentencia C-840 de 200131: “…en el 
entendido que los actos que la materialicen comporten una relación de conexidad 
próxima y necesaria para con el desarrollo de la gestión fiscal” ; significando con 
esto, que se hace extensiva la responsabilidad fiscal a las actividades conexas o 
próximas, tal como lo evidencia en el siguiente apartado: “Así por ejemplo, el daño 
patrimonial estatal podría surgir con ocasión de una ejecución presupuestal ilegal, 
por la pérdida de unos equipos de computación, por la indebida apropiación de 
unos flujos de caja, por la ruptura arbitrariamente provocada en las bases de un 
edificio del Estado, por el derribamiento culposo de un semáforo en el tráfico 
vehicular, y por tantas otras causas que no siempre encuentran asiento en la 
gestión fiscal. Siendo patente además que para efectos de la mera configuración 
del daño patrimonial al Estado, ninguna trascendencia tiene el que los respectivos 
haberes formen parte de los bienes fiscales o de uso público, o que se hallen 
dentro o fuera del presupuesto público aprobado para la correspondiente vigencia 
fiscal”32.  
 
4.3 TIPIFICACION DE CAUSALIDAD DE LOS FALLOS 
 
A continuación se procede a hacer el análisis de la muestra de 12 fallos de los 71 
revisados y emitidos por la Contraloría, en el período 2007-2009, de acuerdo con 
la clasificación en 7 categorías de causalidad realizada en el cuadro resumen, 
                                                 
31
 Corte Constitucional, Sentencia C -840 de 2001. MP. Dr. Jaime Araujo Rentería  
32
  Ibídem 
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según el tipo  de fundamentación legal y jurisprudencial considerada en cada uno 
de ellos, sobreentendiendo que ello facilita realizar un análisis crítico de la gestión 
fiscal de las partes y/o agentes que intervienen en la contratación estatal, los 
elementos estructurales de la responsabilidad fiscal en lo que tiene que ver con los 
actos u omisiones que son atribuibles, al carácter de los gestores comprometidos 
en cada caso, y por ende, comportan o no responsabilidad fiscal. Todas estas 
identidades se ponen de presente en el respectivo análisis de cada conducta 
tipificada.  
 
A partir de las anteriores consideraciones se analizaran por cada clasificación, un 
fallo con responsabilidad y uno sin responsabilidad fiscal, con lo cual se espera 
dar mayor profundidad al presente estudio; es de anotar que para las 
clasificaciones de “Irregularidades en ejercicio y gestión del cargo” e 
“Irregularidades en uso, manejo, recaudo, pago y destinación de recursos” en el 
periodo de tiempo considerado no se encontraron fallos sin responsabilidad fiscal 
que evidenciaran dicha tipificación. 
 
4.3.1 Fallos con y sin responsabilidad fiscal por sobreprecios y/o 
sobrecostos  En un primer acercamiento, se encuentra que la Dirección de 
Investigaciones Fiscales de la Contraloría General de la República, profirió fallo el 
año 200733 con responsabilidad fiscal por sobrecostos, al director general de 
Coldeportes – Sibaté, debido a que COLDEPORTES destinó recursos de inversión 
para la construcción, adecuación, dotación y puesta en funcionamiento de 
escenarios deportivos34”, suscribiendo contrato de obra pública con una empresa 
particular, cuyo objeto era terminar el Polideportivo del municipio de Sibaté, 
Cundinamarca. 
 
                                                 
33
 Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de la República, Fallo con responsabilidad fiscal No. 00022, 
octubre 31 de 2007, pág. 1. 
34
 Ibídem, pág. 1 
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Para el establecimiento de la conducta dolosa o culposa del director, se expuso, 
en primer lugar, que como jefe máximo de la entidad y de acuerdo con sus 
funciones, tenía bajo su potestad y competencia la contratación, siendo su deber 
supervisar la ejecución y ejercer el control administrativo de los contratos.  En 
segundo lugar, se evidenció que dentro de sus funciones principales tenía la de 
ordenador del gasto, debiendo haber vigilado que estos se invirtieran de manera 
más adecuada a los fines e intereses del Estado.  Los fundamentos argumentados 
en este proceso, se encuentran conforme a la ley 80 de 1993 artículo 11 numeral 
3º literal a) y artículo 14 numeral 1º y de acuerdo al artículo 209 de la Constitución. 
 
En tercer lugar, se considero que en el contrato se debía haber realizado, previo a 
su suscripción, un análisis de los precios presentados por el contratista, para 
asegurarse que fueran los más convenientes para la entidad y, para lo cual el 
director, debía haber hecho el análisis, en forma directa o a través de sus 
colaboradores o dependencias, con la verificación del cumplimiento de los 
requisitos legales para tal fin. Actuación que se constituyó en una conducta 
omisiva, al no dar cumplimiento a las funciones que el cargo le imponía. 
 
En cuarto lugar, se observa el hecho de que el director de la entidad, hubiera 
confiado a un solo subalterno, la labor de recibir los proyectos de obra y avalarlos, 
ordenando la respectiva contratación, lo cual evidencia una culpa grave, por 
cuanto el proceso de planeación comprende varias etapas importantes y 
complejas que no podían dejarse al cuidado de un solo funcionario y, menos aún, 
sin las delegaciones expresas para su determinación.  
 
Por lo tanto, se probó que la entidad había omitido realizar estudios, diseños, 
planos y evaluaciones que ordena el artículo 26 numeral 3 de la ley 80 de 1993, y 
consultas a distintas fuentes ilustrativas, como son cotizaciones, listas oficiales de 
precios, consulta al Sistema de Información para la contratación Estatal –SICE, 
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revistas especializadas, etc.”35. Omisión que causó el no asegurar que los 
recursos públicos fueran invertidos en términos de economía y eficiencia. 
 
El daño causado a los intereses patrimoniales del Estado, quedó claramente 
señalado, cuando se realizó el contrato, facturando valores superiores a los del 
mercado. 
 
Ahora bien, el nexo causal del daño patrimonial estuvo constituido por la conducta 
omisiva del Director, quien debió haber realizado las labores en forma directa o 
designar un funcionario encargado de ejecutarlas a cabalidad. Por ende, dicha 
conducta se enmarca como omisiva, constituyéndose como culpa grave por 
cuanto no se administraron los recursos públicos con la debida planeación, 
permitiendo se generaran sobrecostos en el contrato. 
 
En consecuencia, se profirió fallo con responsabilidad fiscal en el grado de culpa 
grave al director de la Entidad afectada, quien al suscribir el contrato avaló o 
refrendó la etapa precontractual y consecuentemente, los precios muy superiores 
contenidos en la propuesta del contratista, sin ordenar revisarlos para determinar 
si se ajustaban o no a los adecuados para la contratación con el Estado. 
 
En un segundo acercamiento, se encuentra que la Dirección de Investigaciones 
Fiscales de la Contraloría General de la República,  profirió fallo el año 200736 sin 
responsabilidad fiscal, al Gerente de Telecartagena, al Subgerente 
Administrativo, al Jefe de la División de Suministros, a la Subgerente Financiera y 
al Subgerente de Operaciones de la entidad, debido a que no se configuraron los 
elementos para determinar responsabilidad fiscal por presunto sobrecostos en la 
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 Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de la República, Fallo sin responsabilidad fiscal No. 00005, 
marzo 15 de 2007. 
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adquisición de cables telefónicos, mediante orden de compra adjudicada a una 
empresa particular, la cual presentó una oferta de mayor valor. 
 
En el auto de imputación de responsabilidad fiscal, se endilga negligencia e 
imprevisión, ocasionando sobrecostos con la adjudicación de la Compra que 
Telecartagena hace de cables telefónicos plásticos a una firma particular, cuando 
existía una oferta por menor valor, advirtiendo que se había podido evitar dicho 
sobrecosto de haberse ordenado la compra el mismo día en que el Jefe de la 
División de Planta Externa hizo el requerimiento.  Además, otra de las firmas 
oferentes, brindaba un menor valor que la firma particular seleccionada, pero ésta 
última entregaba, a diferencia de la primera, antes de la fecha establecida. 
 
El despacho, discurrió importante analizar dicha circunstancia de tiempo, 
planteada por los implicados en sus alegatos de defensa, donde se indicaba que 
una vez realizada la requisición de elementos ese mismo día se debía autorizar la 
compra, y se debía cumplir con los trámites obligatorios y previos a la adquisición, 
lo que sumado a que algunos de los integrantes del Comité de Adjudicaciones se 
encontraban en vacaciones.  Estas circunstancias fueron valoradas integralmente 
por el despacho, lo mismo que el fundamento para que el comité se reuniera en 
una fecha posterior a la del requerimiento. 
 
Otra circunstancia analizada se refirió a que existía, por parte del Comité de 
Adjudicaciones y del gerente de Telecartagena, poca celeridad, eficiencia y 
eficacia en la adjudicación y firma de la Orden de Compra. 
 
Al respecto, el despacho aceptó que no estaba probado que los miembros del 
Comité conocieran antes de salir a vacaciones la urgencia en la adquisición de 
cables telefónicos para el arreglo de las líneas telefónicas que presentaban daños, 
toda vez, que la requisición de suministros se encontraba dirigida al Jefe de 
Almacén, quien posteriormente reiteró al Subgerente de Operaciones que no 
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existía stock de cables de ninguna denominación para el mantenimiento de redes 
y proyectos menores, documento en el cual a pesar de que se indicaban copias a 
la Subgerencia Administrativa y a la División de Suministros, entre otros, que son 
miembros del comité, no se registró en dicho documento el recibo por parte de las 
señaladas subgerencias. 
 
De acuerdo con lo anterior, también entendió el despacho, la razón por la cual el 
curso que se dio a la solicitud de ofertas, al análisis de las mismas, hasta la 
conformación del cuadro de resumen de ofertas presentado al Comité, y la 
convocación del mismo, sólo hasta después de que sus integrantes llegaran de 
vacaciones, es precisamente, porque antes de la realización de dicho comité, no 
se había planteado sino una simple adquisición de cables telefónicos, sin indicar la 
incidencia que tendría para la entidad, más demoras en el arreglo de las líneas 
telefónicas dañadas hasta ese momento. 
 
Es así que los integrantes del Comité de Adjudicaciones de Telecartagena, al 
momento de reunirse, conocieron por parte del Subgerente de operaciones la 
necesidad de la compra de cables telefónicos, la urgencia de los mismos y la 
inminencia de las sanciones que hacían que para esa fecha la situación fuera 
extrema y urgente; del tal manera que en el mismo comité procedieron a analizar 
las propuestas y a recomendarle al Gerente la adjudicación del negocio a la firma 
particular seleccionada finalmente; por ende, no cabe endilgar al comité de 
Adjudicaciones, poca celeridad, eficiencia y eficacia en la adjudicación y firma de 
la Orden de Compra respectiva. 
 
Se cuestionó, también en el Auto de Imputación, la demora en la entrega del cable 
por parte de la firma contratista, cuando la razón principal para haber adjudicado la 
compra a ésta, fue precisamente la disponibilidad inmediata de los mismos, una 
vez autorizada la compra. 
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De acuerdo con los argumentos fue razonable entender que efectivamente la 
oportunidad en la entrega de la Orden de Compra, se debía medir a partir de la 
autorización de la misma, decisión que se tomaba por el comité.  Así las cosas, se 
tiene que se sustentó en éste, por parte del Subgerente de Operaciones, la 
urgencia de la compra del cable telefónico, por lo cual, al analizar las ofertas el 
comité encontró un escenario en el cual era urgente la compra del mismo para 
solucionar el daño existente en las líneas telefónicas. En este caso el tiempo para 
la entrega del cable constituía un factor determinante, por lo cual se decidió dentro 
del mismo comité recomendar la adjudicación a la firma contratista que ofrecía el 
cable con disponibilidad inmediata.  Se observó igualmente, dentro del expediente 
que la cotización de otra de las firmas oferentes, contenía la oferta más económica 
pero el tiempo de entrega era mucho mayor a la firma seleccionada.  Además, se 
demostró que la firma contratista hizo la entrega de los elementos, antes del 
vencimiento del tiempo establecido por ella para suministrar el cable a 
Telecartagena.  En este orden se demuestra que no existe la demora endilgada a 
la misma. 
 
Para el despacho fueron coherentes y definitivos los argumentos de defensa 
presentados por los implicados en el proceso de responsabilidad fiscal, toda vez 
que debió considerase que Telecartagena, era una empresa encargada de la 
prestación de un servicio público, en donde la eficiencia y la eficacia en la 
prestación del mismo eran fundamentales, de tal manera que, ante la necesidad 
que ésta tenía de reparar con urgencia las líneas telefónicas dañadas, la oferta 
favorable fue la de la firma contratista seleccionada, por tener la disponibilidad 
inmediata de los cables telefónicos indispensables en las reparaciones de las 
redes telefónicas.  Acogió el despacho el planteamiento económico realizado por 
el Subgerente Administrativo, logrando demostrar que fueron mayores los 
beneficios obtenidos con la compra de los cables telefónicos a la firma contratista 
elegida, ya que la entrega de los mismos fue en un término de tiempo menor al 
pactado, permitiendo conjurar una situación de pérdida económica para la 
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empresa superior a la inversión que se realizo; si se hubieran reparado las líneas 
telefónicas bajo la oferta de la otra empresa oferente que era la más económica, 
Telecartagena tendría que haber esperado mucho más tiempo luego de la 
autorización de la compra dejando de facturar durante ese tiempo las líneas fuera 
de servicio. 
 
Así las cosas, lo que demostraron las pruebas de este proceso es que la decisión 
de recomendar la adjudicación de la compra de cables telefónicos a la firma 
seleccionada ofreció en este caso beneficios a la empresa Telecartagena, toda 
vez que logro conjurar de manera eficiente, eficaz y oportuna los daños que 
existían en las líneas telefónicas sin que hubiera pérdidas para la empresa o 
sanciones por parte de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, 
cumpliendo así con la prestación eficiente del servicio público que la entidad 
suministra. 
 
En consecuencia, el despacho considero que no se configuraban los elementos 
que permitieran determinar responsabilidad fiscal en contra de los implicados, ya 
que el acervo probatorio que obraba en el expediente, y el análisis integral del 
mismo permitieron establecer que no se configuraba uno de los elementos 
necesarios para declarar responsabilidad fiscal, como es el daño. Por tanto, se 
profirió a dar fallo sin responsabilidad fiscal de conformidad con el artículo 54 de la 
ley 610 de 2000. 
 
Es de agregar que de acuerdo con la normatividad más reciente en relación con la 
determinación de la culpabilidad en los procesos de responsabilidad fiscal, la Ley 
1474 de 201137 establece en su artículo 118 literal b) que: “Cuando haya habido 
una omisión injustificada del deber de efectuar comparaciones de precios, ya sea 
mediante estudios o consultas de las condiciones del mercado o cotejo de los 
ofrecimientos recibidos y se hayan aceptado sin justificación objetiva ofertas que 
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superen los precios del mercado”, se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con 
dolo. 
 
4.3.2 Fallos con y sin responsabilidad fiscal por irregularidades en contratos 
por prestación de servicios profesionales.  En el año 200738 se profirió fallo 
con responsabilidad fiscal por Irregularidades en dos contratos para la 
prestación de servicios profesionales en sistemas de computación, suscritos entre 
el Fondo Educativo Regional de Cundinamarca - FER – y una firma Contratista en 
computación. 
 
El primer contrato se realizo en el año 97 para el suministro, desarrollo e 
implementación de los módulos de presupuesto, contabilidad, tesorería, almacén y 
nómina, como también la herramienta de desarrollo ORACLE integrado al sistema 
de información educativa de la Gerencia para la educación de Cundinamarca39.  A 
éste se le hizo un contrato adicional en junio del año 98, en el que el contratista se 
comprometía a entregar el producto en octubre del mismo año. En síntesis se 
encontró que había mala calidad del producto e inconsistencias en su instalación. 
 
El segundo contrato, celebrado en el 97, tenía como objeto el migrar la 
información histórica (captura de información, pagos, novedades y descuentos de 
nómina del FER- Cundinamarca, desde enero de 1986 a diciembre de 1994) a la 
nueva plataforma diseñada en ORACLE y la digitación de la información40. 
 
Al finalizar el contrato se encontró deficiente funcionamiento del Programa por no 
haber ingresado la información en su totalidad, así como, el no haberse 
capacitado a los funcionarios que debían ingresar la información al sistema. 
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 Fallo con responsabilidad fiscal No. 00003, enero 31 de 2007. Dirección de Investigaciones Fiscales de la 
Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General 
de la República 
39
 Ibídem, pág.2 
40
 Ibídem, pág.3  
 71 
Analizando la gestión ejercida, se encuentra que la Secretaría de Educación de la 
Gobernación de Cundinamarca, al ser la encargada de dirigir a los docentes y 
administrar los colegios y escuelas del Departamento de Cundinamarca y teniendo 
dentro de sus funciones la realización de los pagos de nómina, descuentos, 
novedades, cesantías, primas e inventario sobre los bienes asignados a cada 
centro educativo, utilizando para tal fin un proceso especial de contabilidad, 
considero la necesidad de adquirir un programa que le permitiera agilizar los 
procesos, y adicionalmente hacer la migración de la base histórica desde enero de 
1986 a diciembre de 1994, para lo cual, a través del Fondo Educativo de 
Cundinamarca –FER-, celebró dos contratos con la firma contratista de 
computación.  
 
Ahora bien, con respecto al daño generado, se estableció que en el primer 
contrato no se cumplió a cabalidad lo pactado por las partes, ya que el contratista 
entregó e instaló los módulos, recibidos por la secretaria de Educación de 
Cundinamarca, pero así mismo, el funcionamiento de algunos de ellos no fue 
óptimo.  En relación con el segundo contrato, cuyo objeto era la captura y 
digitación de pagos, novedades y descuentos de nómina del FER Cundinamarca, 
tampoco se cumplió en su conjunto, ya que la información a procesar no fue 
capturada en su totalidad.  Además, la entidad contratante expidió las 
certificaciones de cumplimiento del objeto contractual y pagó la totalidad del valor 
contratado en cada uno de los mismos, a pesar de que el contratista nunca 
cumplió con los acuerdos firmados en varias oportunidades con la entidad, para 
arreglar los problemas que se generaron con la instalación de los módulos, como 
tampoco los funcionarios encargados de ejecutar las pólizas de calidad las 
hicieron efectivas frente a la Aseguradora, debido al incumplimiento contractual.  
 
Con lo anteriormente expuesto, queda claramente demostrado el proceso utilizado 
para determinar la existencia del Daño al Patrimonio del Estado.  Es relevante 
acotar en este punto, que la Constitución consagra que el control fiscal debe 
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evaluar los resultados obtenidos por la administración en su gestión.  De esta 
manera, el daño patrimonial no consiste simplemente en que se hayan perdido 
recursos sino que tiene una dimensión adicional, los recursos públicos deben ser 
empleados para conseguir los fines estatales y en el caso estudiado, dichas 
acciones no produjeron un beneficio social real, ya que los dineros estatales 
fueron mal invertidos, generando por lo mismo un daño al patrimonio del erario. 
 
El segundo elemento que conforma la responsabilidad fiscal es la Conducta, y 
para este proceso, se vincularon como responsables a la Secretaria de Educación 
de la Gobernación de Cundinamarca, al Asesor de la Oficina de Proyectos 
Especiales de la Secretaría de Educación de la Gobernación de Cundinamarca y 
al Director administrativo y Financiero de la Secretaría de Educación de la 
Gobernación de Cundinamarca, por cuanto desarrollaron gestión fiscal como 
funcionarios del FER – Cundinamarca, al realizar diversas actuaciones dentro del 
proceso de licitación y ejecución de los contratos analizados en el proceso.  
 
Igualmente, fueron vinculados el Representante Legal de la firma Contratista y la 
Ingeniera de Sistemas de la Entidad Asesora, debido a su calidad de contratista y 
asesora, bien fuese como personas naturales o actuando en nombre de personas 
jurídicas por ellos representadas, asumiendo gestión fiscal dentro de su esfera por 
ejercer actividades económicas, jurídicas y tecnológicas en el manejo de los 
recursos públicos, cualidades que les hacen susceptibles de ser sujetos de un 
proceso de responsabilidad fiscal. 
 
La primera conducta analizada fue la del Contratista, quien celebró dos contratos 
con el FER Cundinamarca: los módulos, objeto del primer contrato, fueron 
entregados a la Entidad a satisfacción, no obstante, que tuvieron fallas en su 
instalación, generando problemas en su funcionamiento; así mismo, respecto al 
segundo contrato cuyo objeto era la captura y digitación de pagos, novedades y 
descuentos de nómina, tampoco se cumplió en su conjunto, ya que la información 
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a procesar no fue capturada en su totalidad.  Igualmente, frente a los recurrentes 
incumplimientos del contratista, se estableció que la Secretaria de Educación, en 
ejercicio de sus funciones, le realizó varias peticiones para que cumpliera a 
cabalidad con los requerimientos y compromisos adquiridos con la administración, 
labor que jamás fue realizada por éste.  Igualmente, tampoco demostró interés 
para brindar la asesoría y el soporte técnico que facilitará las correcciones y 
ajustes al sistema para el logro de los objetivos en términos de tiempo razonable. 
 
En consecuencia su conducta, de acuerdo con el numeral 8º del artículo 26 de la 
Ley 80 de 199341, fue una manifiesta violación a la misma, ya que como señala: 
“Los contratistas responderán y la entidad velará por la buena calidad del objeto”. 
 
En este sentido es importante ampliar lo enunciado en la misma ley, en cuanto a 
que cualquier actividad estatal se caracteriza por la satisfacción del interés público 
o de las necesidades colectivas y la celebración de un contrato en la que 
interviene una entidad estatal, la cual no puede ser ajena a este principio; es así 
como en su artículo 3º se manifiesta dicho propósito así: 
 
“Los particulares, por su parte tendrán en cuenta al celebrar contratos con las 
entidades estatales que además de utilidades cuya protección garantiza el Estado, 
colaboran con ella en logro de sus fines y cumplen una función social que como tal 
implica obligaciones”.42 
 
En conclusión, se puede aseverar que la falta del contratista llevó a que en la 
entidad afectada, se causaran graves perjuicios de orden administrativo, operativo 
y fiscal, de tal manera, que incurrió en culpa grave por violación de las normas 
contractuales que lo obligaban a colaborar con la administración en la consecución 
de los fines esenciales del Estado en materia de contratación, así como a cumplir 
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a cabalidad con el objeto de los contratos celebrados con el FER Cundinamarca, 
los cuales le fueron pagados en su totalidad. Razón con la cual se demuestra su 
responsabilidad fiscal. 
 
En relación con la conducta realizada por la Secretaria de Educación de la 
Gobernación de Cundinamarca, esta se puede resumir diciendo que pese a la 
realización de informes, comunicaciones y recomendaciones destinadas al 
contratista, con el fin de que cumpliera a cabalidad con los compromisos 
adquiridos para que resolviera las inconsistencias y garantizara la efectividad del 
producto, no logró que el mismo cumpliera finalmente con las obligaciones 
contraídas; como tampoco hizo efectivas las Pólizas de cumplimiento con relación 
a los Contratos en mención.  
 
En razón de lo anterior, es pertinente citar el artículo 26 de la Ley 80 de 1993 
numeral 1º que preceptúa: “…en virtud del principio de responsabilidad los 
servidores públicos están obligados a buscar el cumplimiento de los fines de la 
contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a proteger los 
derechos de la entidad...”. Así como, respecto a las funciones ejercidas por ella, es 
igualmente oportuno citar lo señalado en el numeral 5 de la misma Ley: “…la 
responsabilidad de la dirección y manejo de la actividad contractual y de los 
procesos de selección será del jefe o representante de la entidad estatal…” 
 
En consecuencia y a partir de lo expuesto, se puede afirmar que quedo 
demostrada la existencia de la responsabilidad fiscal atribuida a la Secretaria de 
Educación de la Gobernación de Cundinamarca, porque, en primer lugar, el 
sistema operativo contratado presento desde un comienzo deficiencias en su 
funcionamiento, y en segundo lugar, por haber sido negligente en su gestión al no 
hacer efectiva la póliza respecto de los amparos afectados; omisión que fue una 
de las razones por las cuales se generó el daño al patrimonio del Estado, 
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configurándose su conducta como culpa grave. Fundamentos contundentes para 
proferir fallo con responsabilidad fiscal. 
 
De la conducta del Asesor de la Oficina de Proyectos Especiales de la 
Secretaría de Educación de la Gobernación de Cundinamarca, como supervisor 
de los contratos mencionados, se demostró que él, como supervisor firmó las 
actas de iniciación y puesta en marcha del sistema operativo, solicitó prorroga del 
primer contrato a la Secretaria de Educación de la época, certificó la entrega del 
producto de dicho contrato y suscribió conjuntamente con ella y la ingeniera de 
sistemas, representante Legal de la firma asesora, y recibió a satisfacción el 
aplicativo de nómina y demás módulos del Sistema. Además, autorizó el pago total 
del valor del contrato y a pesar de los múltiples requerimientos que se le realizaron 
al contratista y la cantidad de fallas encontradas en el sistema, de los varios 
acuerdos incumplidos por parte de aquel, él como supervisor, no objeto las 
anomalías presentadas, para que de esta manera se tomaran las medidas 
correspondientes. 
 
Por lo tanto, como queda demostrado, el funcionario obró con culpa grave al no 
actuar con el cuidado y la diligencia necesaria, factores fundamentales propios del 
cumplimiento de sus obligaciones, generando con su actuación un detrimento 
patrimonial al Estado, por su inadecuada y antieconómica gestión fiscal, 
representada en la omisión que tuvo respecto a la vigilancia y control del objeto 
contratado. 
 
Respecto de la conducta del Director Administrativo y Financiero de la 
Secretaría de Educación de la Gobernación de Cundinamarca, se estableció que 
por solicitud de la Jefe de la Oficina Jurídica del –FER-, con el fin de hacer 
efectivas las pólizas de calidad contra la aseguradora, éste debía haber realizado 
un concepto técnico del Sistema contratado, indicando las inconsistencias 
encontradas dentro del mismo.  Situación que originó, la imposibilidad de 
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proyectar el acto administrativo por medio del cual se debía realizar el cobro de las 
pólizas de garantía de calidad frente a la aseguradora.  También, se demostró que 
él, no fue asignado como supervisor de los contratos, sino que fue el encargado 
para coordinar las acciones pertinentes, observando que en ese momento, los 
módulos de Presupuesto, Tesorería y Almacén no se habían puesto en 
funcionamiento, salvo el de Nómina. Igualmente, fue a quien se le solicitó el 
concepto técnico y aunque era la persona idónea, debió realizarlo a través de un 
Ingeniero de Sistemas para hacer efectiva la póliza de Calidad ante la 
Aseguradora respectiva; por último se hizo la aclaración respecto que a pesar de 
inicialmente haber enviado a la Oficina Jurídica un informe, le faltó el documento 
idóneo para legalizar la reclamación ante la Aseguradora. 
 
Es decir que a pesar del requerimiento hecho al Funcionario, en relación con el 
Informe Técnico detallado, base para hacer efectivas las pólizas de calidad de los 
Contratos, no se tomaron las medidas para que alguien capacitado lo hiciera, es 
decir no tomó las medidas para que alguno de los Ingenieros de la Oficina que 
tenía a su cargo lo realizara, omisión por la cual dejó sin soporte técnico a la 
oficina jurídica para que solicitará el siniestro de las Pólizas. 
 
En consecuencia, se concluye, que su conducta gravemente omisiva fue 
determinante para que no se cobrara oportunamente la Póliza respectiva, razón 
por la cual se falló con responsabilidad fiscal a titulo de culpa grave por la 
negligencia en su gestión. 
 
Continuando con el análisis de los elementos constitutivos de la gestión fiscal, el 
último de ellos, el nexo causal es determinante para establecer la responsabilidad 
fiscal, ya que hay una relación directa entre el daño causado y la conducta 
desplegada por los gestores.  En este sentido de acuerdo con Amaya: “La relación 
de causalidad, o nexo causal, implica que entre la conducta desplegada por el 
gestor fiscal, o entre la acción relevante omitida, y el daño producido debe existir 
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una relación determinante y condicionante de causa – efecto, nexo cuya ruptura 
se produce cuando opera la llamada causa extraña, que abarca la fuerza mayor y 
el caso fortuito, es decir, los imprevistos a que no es posible resistir” 43.  En 
consecuencia, esta claro que hay una relación de causalidad cuando el hecho, 
doloso o culposo, es la causa directa y necesaria del daño. 
 
Por consiguiente, se evidencia el nexo causal, toda vez que como, consecuencia 
de la conducta omisiva desplegada por cada uno de los funcionarios de la 
Gobernación así como del Contratista, se generó un daño fiscal al patrimonio, el 
cual se hubiese podido evitar de haberse actuado en forma diligente frente al 
incumplimiento contractual. 
 
Finalmente, con respecto a la conducta de la Ingeniera de Sistemas de la 
Entidad Asesora, se estableció que, de acuerdo con lo estipulado en el Contrato 
de Prestación de Servicios, no actuaba como Interventora de los contratos, sino 
como Ingeniera de Sistemas de la Entidad Asesora. Igualmente, se hizo referencia 
a lo planteado en el auto de imputación, en el que se explicaba que los contratos 
habían sido certificados por la entidad Asesora, razón por la cual se cancelaron a 
la firma contratista los dineros acordados. Igualmente, se estableció que dichas 
certificaciones o actas de recibido a satisfacción, fueron suscritas por el gerente de 
la firma Asesora y no por la Ingeniera, quien solo se encargaba de realizar 
informes acerca del seguimiento del sistema; por lo tanto, se consideró que no era 
posible determinar que la conducta de la misma se configurara como gravemente 
culposa, ni que hubiese actuado como gestora fiscal dentro de la ejecución de los 
contratos, puesto que solamente elaboró los informes pertinentes en ejercicio de 
sus funciones, y que el Interventor de los contratos era el Supervisor y Asesor de 
la oficina de Proyectos Especiales de la Secretaria de Educación de la 
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Gobernación, concluyendo que su conducta se configuró como culpa leve, razón 
por la cual se Falló sin Responsabilidad fiscal a favor de la misma. 
 
Para el caso analizado, la Ley 1474 de 201144, en los numerales c) y d) del  
artículo 118, demuestra que la determinación proferida estuvo acertada, ya que el 
daño causado se encuentra en concordancia con lo estipulado por la norma en tal 
sentido, como es: 
 
“Se presumirá que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave en los siguientes 
eventos: 
 
c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de las obligaciones propias de los 
contratos de interventoría o de las funciones de supervisión, tales como el 
adelantamiento de revisiones periódicas de obras, bienes o servicios, de manera 
que no se establezca la correcta ejecución del objeto contractual o el cumplimiento 
de las condiciones de calidad y oportunidad ofrecidas por los contratistas; 
 
d) Cuando se haya incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad o 
la de hacer exigibles las pólizas o garantías frente al acaecimiento de los 
siniestros o el incumplimiento de los contratos 
 
La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría General de la 
República, en el año 200945, dictó fallo sin responsabilidad fiscal al Rector 
encargado de la Universidad Militar Nueva Granada y al Jefe de la Oficina Jurídica 
de la entidad, por presunta irregularidad en la celebración de un contrato de 
prestación de servicios profesionales. 
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Las circunstancias relativas a los hechos que originaron la apertura del proceso, 
cuyo fin era definir y determinar la responsabilidad de las personas vinculadas al 
mismo, tuvo su origen en la suscripción de un contrato de Prestación de Servicios 
cuyo objeto era emitir un concepto jurídico que permitiera dar plena certeza a los 
integrantes del Consejo Superior Universitario, respecto de la posibilidad de 
efectuar la revocatoria Directa del Acto Administrativo mediante el cual se elegía al 
Rector de la Universidad Militar  La Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, 
no evidencio justificación para la celebración del contrato de prestación de servicio 
como lo demostrarían los diferentes documentos aportados por la Universidad en 
donde se deja entrever que se contaba con personal calificado de planta y además 
una facultad de Derecho con postrado en Derecho Administrativo, con profesores 
idóneos, algunos ex – magistrados, quienes por solicitud del Rector y el Jefe de la 
Oficina Jurídica y/o Decano, hubiesen podido emitir este concepto. 
 
La Dirección de Investigaciones Fiscales luego de realizar el acopio probatorio 
pertinente y conducente imputó Responsabilidad Fiscal fundamentada en lo 
siguiente: 
 
En el Reglamento interno del Consejo Superior Universitario, se establece que a 
ésta le compete la designación y remoción del Rector; para tal fin se celebró una 
reunión con la participación de todos los miembros del Consejo. Sin embargo, 
posteriormente, se manifestó que uno de sus miembros no se encontraba 
oficialmente designado ni delegado para asistir a dicha reunión ya que su 
nombramiento se materializó posterior a la reunión de elección del nuevo rector, 
situación que dio lugar a la impugnación del acto electivo. 
 
La motivación de la suscripción del contrato entre la Universidad y el Profesional 
especializado, fue la necesidad de ilustra al Consejo Superior en relación con la 
legalidad o ilegalidad de la decisión adoptada en dicha reunión, teniendo en 
cuenta que existían dos tesis encontradas al interior del mismo, y un concepto 
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emitido por el Jefe de la Oficina Jurídica de la Entidad manifestando la ilegalidad 
de la actuación y la necesidad de revocar la misma. Dentro del debate se habría 
necesitado la intervención de un tercero ajeno a las presiones de los dos bandos 
que ilustrara desde un punto de vista objetivo a los integrantes del Consejo sobre 
el camino a seguir. 
 
De esta manera, el objetivo del contrato en mención se cumplió a cabalidad pues 
el contratista emitió el concepto jurídico solicitado; no obstante, tal como se 
manifestó en el Auto de Imputación, se consideró que no aparecía constancia 
alguna del Consejo Superior sobre la conveniencia de solicitar concepto sobre la 
viabilidad de efectuar la revocatoria directa del Acto administrativo para elegir al 
Rector, como tampoco se evidenciaba la justificación para la celebración del 
contrato, al parecer la iniciativa para realizar dicha contratación había surgido del 
Asesor Jurídico y del Rector (E) para la época de los hechos.  Agregándose que la 
universidad contaba con personal calificado de Planta y con una Facultad de 
Derecho con Posgrado en Derecho Administrativo. 
 
No obstante lo expuesto en aquella oportunidad, con los elementos probatorios 
allegados después de la providencia de imputación, consideró el Despacho que se 
debían hacer algunas precisiones: 
 
-El Jefe de la Oficina Jurídica para la época de los hechos, emitió un concepto 
sobre la impugnación de que había sido objeto el acto de nombramiento del 
Rector, dirigido al Vicerrector General de la Universidad, concepto que fue 
solicitado verbalmente por este mismo. 
 
- Con respecto a la justificación del contrato, el mismo Jefe de la Oficina Jurídica, 
envía un oficio al Vicerrector, en el cual expone las razones por las cuales debe 
solicitarse un concepto externo, para calificar la situación y dar seguridad a la 
decisión final que debía tomar el Consejo. 
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- Dicho concepto se solicitó en razón a que no fue tenido en cuenta las 
recomendaciones dadas por el jefe de Jurídica, pues a pesar de que el Consejo no 
tenía argumentos jurídicos suficientes, hizo caso omiso del mismo. En el Acta 
quedaron plasmadas las discrepancias planteadas por todos los miembros con 
relación al tema. 
 
- Es importante resaltar que la Universidad, si contaba con una planta de personal 
de docentes Abogados y con Posgrados en Derecho Administrativo dentro de la 
Facultad de Derecho, sin embargo, para la época de los hechos se encontraban 
en periodo de vacaciones y el personal que se encontraba laborando no podía 
emitir conceptos jurídicos, condiciones que dieron lugar a que se procediera a 
realizar la contratación con un profesional especializado. 
 
- Igualmente, dentro de las pruebas allegadas al proceso, se observó que los 
profesionales vinculados a la universidad, se encontraban en calidad de docentes 
para desempeñar labores académicas específicas y de tiempo completo. 
 
En consecuencia, se debe tener en cuenta la teleología del concepto jurídico 
emitido por el Contratista Profesional, puesto que a la luz del principio de 
imparcialidad, y frente a los conflictos internos que subyacían en la Universidad, 
para la época de los hechos, hicieron surgir la necesidad de un concepto libre de 
cualquier predisposición, esencialmente objetivo e independiente que respondiera 
las inquietudes formuladas por las partes, conduciendo en consecuencia, a la 
celebración del contrato de Prestación de Servicios. 
 
Por consiguiente, de acuerdo con el análisis y valoración legal de los medios 
probatorios obrantes en el expediente, el despacho consideró desvirtuados los 
cargos fiscales formulados a los imputados ya que el material probatorio no 
condujo a la determinación del daño, pues el Contrato de Prestación de Servicios 
se cumplió a cabalidad, la conducta desplegada por el Rector y el Jefe de la 
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Oficina Jurídica no se ajustó a los lineamientos que esboza el artículo 3º de la Ley 
610 de 2000, ya que al haber suscrito el contrato no se produjo perjuicio a la 
entidad, sino por el contrario una utilidad, dado el momento de coyuntura por el 
que atravesaba la Universidad y en consecuencia, no existió nexo de causalidad 
como elemento de responsabilidad fiscal, lo que condujo a fallar en este caso, sin 
responsabilidad fiscal. 
 
4.3.3  Fallos con y sin responsabilidad fiscal por irregularidades en licitación, 
suscripción, ejecución, violación, vigencia y pago de contratos.  La Dirección 
de Investigaciones Fiscales de la Contraloría General de la República, en el año 
200946, dictó fallo con responsabilidad fiscal al Director de la Corporación 
Autónoma Regional de Cundinamarca CAR y al Subdirector Administrativo y 
Financiero de la misma entidad, debido a irregularidades en la suscripción y pago 
de dos contratos celebrados por la entidad para el traslado de la sede de Bogotá 
hacia el sector de Siberia en el municipio de Cota, departamento de 
Cundinamarca. Se indicó violación a la disposición normativa del artículo 33 de la 
Ley 99 de 1993, la cual establece que esa corporación debe tener su sede 
principal en la ciudad de Bogotá D.C. 
 
El primer contrato tenía por objeto el redimensionamiento del proyecto 
arquitectónico así como la coordinación de los ajustes necesarios a los estudios y 
diseños elaborados inicialmente, para la construcción de la sede operativa C.A.R., 
en el sector de Siberia, municipio de Cota, Cundinamarca.  
 
El segundo, un contrato de consultoría por cuatro meses, para realizar el diseño 
arquitectónico, redimensionamiento del mismo y gerencia del proyecto para la 
construcción de la sede operativa, suscrito entre la CAR y el Contratista. 
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La corporación suspendió indefinidamente el proyecto mediante resolución, 
expedida por el Director de la Entidad, fundamentado en el artículo 33 de la Ley 99 
de 1993. 
 
La certeza y demostración objetiva de la existencia del daño es el primer elemento 
a verificar cuando se pretende declarar una responsabilidad fiscal, para el 
presente caso, se imputó su responsabilidad al director y subdirector de la CAR, al 
establecerse con el contenido de los contratos, por cuanto éstos se celebraron sin 
tener en cuenta que la sede de la CAR no podía construirse fuera del perímetro 
urbano de la ciudad de Bogotá D.C., de acuerdo con el artículo 33º de la Ley 99 
de 1993 y los mismos estatutos de la corporación, especialmente el Art. 87, que 
reitera la obligatoriedad del precepto legal; por consiguiente, se evidenció que los 
valores cancelados por esa contratación, celebrada en contra de la disposición 
legal, fueron constitutivos del daño, pero además indicaron la certeza y 
cuantificación del mismo. Igualmente, se demostró que hubo irregularidades por 
los pagos realizados en la suscripción y ejecución de los contratos, puesto que 
con ellos no se cumplió el fin perseguido como era la construcción de la nueva 
sede de la Corporación. 
 
Es pertinente acotar que en el ordenamiento constitucional y jurídico se ha 
buscado proteger de manera especial el patrimonio público, el cual debe 
mantenerse indemne frente a las actuaciones gravemente culposas o dolosas de 
las personas a quienes se les ha encomendado la función de realizar gestión fiscal 
y que podrían ocasionar su menoscabo. De tal manera, que cuando se configure 
una lesión al patrimonio público, el mismo deberá ser resarcido por las personas, 
que en ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de está lo haya causado. En 
caso contrario, sí el mismo no se afecta con sus actuaciones, no habrá lugar a la 
declaratoria de responsabilidad fiscal. 
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En relación con la cuantía del daño, es adecuado citar la Sentencia 840 de 2001 
de la corte Constitucional, la cual señala que: “Para la estimación del daño debe 
acudirse a las reglas generales aplicables en materia de responsabilidad, por lo 
tanto, entre otros factores, que han de valorarse, debe considerarse que aquél 
debe ser cierto, especial, anormal y cuantificable con arreglo a su real magnitud. 
En el proceso de determinación del monto del daño, por consiguiente, ha de 
establecerse no sólo la dimensión de éste, sino que debe examinarse también si 
eventualmente, a pesar de la gestión fiscal irregular, la administración obtuvo o no 
algún beneficio”47. Y tal como se pudo comprobar de la actuación asumida por el 
ente fiscalizador, este demostró que existió detrimento patrimonial, estableciendo 
en consecuencia, la cuantía del daño. 
 
Continuando con el análisis de los elementos de la responsabilidad fiscal, como es 
la conducta dolosa o gravemente culposa de las personas que realiza gestión 
fiscal, para el caso analizado se estableció que el Director desatendió las 
funciones propias de su cargo y que la conducta desplegada por él, se ejerció 
como responsable de la contratación de la entidad, siendo indiferente en el 
esquema legal de la responsabilidad fiscal, si actuó directamente o delegó dicha 
actuación, como ocurrió con los contratos firmados entre el Subgerente 
Administrativo y Financiero y el contratista. Por lo tanto, esto no lo eximía de 
responsabilidad fiscal. Igualmente, se estableció la certeza en cuanto al manejo 
inadecuado de los recursos públicos por parte del mismo, representado en la 
suscripción de los contratos, lo que significó la infracción al deber que como 
servidor público le asistía de cumplir y hacer que se cumpliera la Constitución y la 
Ley, incurriendo en gastos innecesarios para la entidad. En razón de lo expuesto, 
se consideró que su actuación se calificaba como negligente a título de culpa 
grave. 
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En relación a la conducta desplegada por el Subdirector Administrativo y 
Financiero de la CAR, se expresó que debía haber cumplido con la misión de la 
entidad, consistente en apoyar a las áreas de trabajo para el logro de los objetivos 
de la Corporación a través de acciones dirigidas al desarrollo integral de los 
colaboradores en un clima laboral que garantizara óptimos niveles de 
productividad, proporcionando los elementos e infraestructura adecuada. Todo ello 
como producto de una gestión financiera sujeta a los principios de economía, 
eficiencia, eficacia, equidad y transparencia. 
 
Dentro de su desempeño, la conducta que se le reprochó fue que concurrió con el 
Director, en la decisión de contratar el redimensionamiento del proyecto y la 
gerencia del mismo, sin contar con los recursos suficientes para ejecutar la obra y 
sin existir la viabilidad legal para la construcción de la nueva sede operativa, 
desconociendo los requisitos previos que con antelación a la firma del contrato o 
de la apertura de la licitación debían haberse realizado, como eran: los estudios de 
evaluación, prefactibilidad física, jurídica o legal, técnica, económica, financiera 
(crediticia) y presupuestal, para determinar la factibilidad, oportunidad, 
conveniencia y legalidad del proyecto, conforme lo ordenado en el artículo 25 de la 
Ley 80 de 1993, numeral 12, inciso primero; Art. 30 numeral 1º (inciso 2)48. 
 
Igualmente se enfatizó de inaceptable como causal de exoneración, el hecho que 
el Consejo Directivo hubiese aprobado la financiación de la obra, por cuanto el 
ordenador del gasto y quien actuó como su delegado, debieron advertir al mismo 
que dicha obra no contaba con la financiación suficiente y desconocía 
orientaciones legales claramente definidas. 
 
Por las razones expuestas, es claro que la actuación de los funcionarios fue activa 
y negligente a titulo de culpa grave. 
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El tercer elemento de la responsabilidad fiscal es el nexo causal, el cual implica 
que entre la conducta y el daño debe existir una relación determinante y 
condicionante de causa-efecto, de manera que el daño sea el resultado necesario 
de la conducta activa u omisiva. 
 
Por consiguiente, el nexo causal o relación causa-efecto se valoró para el Director 
General de la CAR y el Subdirector Administrativo y Financiero, por cuanto el 
menoscabo patrimonial fue resultado de la conducta de los imputados activa y 
manifiestamente violatoria de normas, de principios de orden constitucional y legal, 
y abiertamente contraria a obligaciones de carácter funcional de acuerdo a los 
cargos que desempeñaban.  
 
Finalmente, es pertinente señalar que para el caso expuesto, el Decreto 247449 de 
2008 es aplicable por cuanto establece los deberes de planeación y las exigencias 
previas de un proceso contractual, en donde la resolución de apertura debe estar 
precedida de un estudio realizado por la entidad respectiva, en el cual se analice 
la conveniencia y oportunidad del contrato y su adecuación a los planes de 
inversión, adquisición o compras, presupuesto y ley de apropiaciones, según el 
caso.  El estudio deberá estar acompañado, además de los diseños, planos y 
evaluaciones de prefactibilidad o factibilidad, lo cual contribuye a garantizar la 
efectividad de los mismos. Igualmente, los comités y dependencias de las 
entidades que se involucran en la etapa de planeación deben cumplir exigencias 
que en caso de obviarlas pueden ocasionarles responsabilidad fiscal por su 
omisión. 
 
Igualmente, la ley 1474 de 201150, en el literal a) del artículo 118, también tiene 
aplicación porque determina la culpabilidad en los procesos de responsabilidad 
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fiscal y establece que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave en los siguientes 
eventos:  
 
a) Cuando se hayan elaborado pliegos de condiciones o términos de referencia en 
forma incompleta, ambigua o confusa, que hubieran conducido a interpretaciones 
o decisiones técnicas que afectaran la integridad patrimonial de la entidad 
contratante. 
 
La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría General de la 
República, en el año 200751, dictó fallo sin responsabilidad fiscal al Presidente 
de Carbones de Colombia S.A. CARBOCOL, por irregularidades en la suscripción 
de un contrato de Asesoría Técnica con una empresa particular.  
 
Desarrollando el estudio y análisis jurídico – fiscal al material probatorio allegado 
al despacho, éste estableció que entre los contratos existían diferencias en el 
objeto contratado en varios aspectos, como fueron: 
 
-En el primer contrato: estimaciones del costo de reposición de la línea, y los 
posibles deméritos de dicho valor por el estado en que se encontraba y por el uso 
no autorizado de parte de la línea para el servicio de comunidades vecinas. – 
Evaluación del usufructo pasado y futuro de la Línea, con base en la metodología 
de flujo de caja descontado y efectuar la documentación de la posición de 
diversas entidades, tanto territoriales como del sector eléctrico, con respecto a la 
propiedad y negociabilidad de la Línea. 
 
- En el segundo contrato: recuperación de red a su nivel de tensión y diseño 
originales. –Construcción de una línea a doble circuito y de otra, a circuito 
sencillo. 
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En Acta de Junta Directiva, se acogieron las recomendaciones de la 
Administración para celebrar las contrataciones necesarias a fin de determinar el 
valor de esta Línea y continuar en la gestión de cobro, autorizando de esta 
manera a Carbocol para celebrar contratos que permitieran determinar el valor de 
la Línea para negociar su venta sobre una base real y firme, que defendiera los 
intereses de la Entidad. 
 
Lo anterior dio a entender, que el Representante Legal de Carbocol estaba 
autorizado por la Junta Directiva, presidida por el Ministro de Minas y Energía, 
para celebrar los contratos que se consideraran necesarios con el fin de obtener 
un valor real de la línea y por ende, negociar su venta.  Por lo tanto, el contrato 
celebrado con la firma contratista era necesario, como quedo demostrado.  
 
Igualmente, significaba que Carbocol en ningún momento desconoció lo pactado 
en el Acta suscrita para la venta de la Línea, sino por el contrario, tomó una 
medida preventiva con el fin de proteger los intereses de la Entidad, pues en ese 
momento no se sabía cuánto era el valor del bien, y se necesitaba de un experto 
en el conocimiento del tema que determinara un valor actualizado. 
 
Además, por la naturaleza jurídica de la entidad estatal, el control fiscal se orienta 
fundamentalmente hacia los resultados en razón a las actividades industriales y 
comerciales que se desarrollan en competencia con las empresa privadas, siendo 
determinante para analizar el negocio realizado del cual se desprende que si bien 
se llegó a un acuerdo favorable gracias a la autorización dada por el comité para 
contratar con una o varias empresas para obtener los avalúos que fueran 
necesarios, y tener así, una visión más amplia sobre el conocimiento del tema 
que era totalmente desconocido para las partes. 
 
En consecuencia, el despacho considero que las pruebas fueron suficientes y 
contundentes para desvirtuar los cargos imputados y por lo mismo procedió a 
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fallar sin responsabilidad fiscal de conformidad con el artículo 54 de la Ley 610 de 
2000. 
 
4.3.4 Fallos con y sin responsabilidad fiscal por pérdida, robo, apropiación 
de títulos valores, faltantes de inventario, materia prima, manejo de caja 
menor y/o dineros La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría 
General de la República, profirió fallo en el año 2008 52 con responsabilidad 
fiscal a dos Jefes de División de Servicios Administrativos del Instituto de Pesca y 
Acuicultura – INPA – (Liquidado), por el no Aseguramiento de una Moto Suzuki TS 
185.  
 
Dentro de los fundamentos de hecho, se enunció el hallazgo en el detrimento 
patrimonial, debido al hurto de la moto mencionada, la cual era utilizada junto con 
otros bienes de la entidad para el desarrollo del “proyecto Pargo”, en el 
departamento de la Guajira.  Ésta se encontraba a cargo del Coordinador de la 
Oficina INPA -Guajira- quien a su vez la facilitaba al contratista del proyecto para 
desarrollar las labores propias de su contrato.  El día del robo, el contratista 
instauró la correspondiente denuncia y al siguiente día, el Coordinador de la 
Oficina comunicó el siniestro a la aseguradora, la cual respondió que la misma no 
se encontraba incluida dentro de las pólizas expedidas al INPA. 
 
En consecuencia, en el curso del proceso de responsabilidad Fiscal, se logró 
determinar que los funcionarios del nivel central del INPA omitieron incluir la moto 
en las pólizas adquiridas a las aseguradoras. Igualmente se estableció que en el 
periodo comprendido entre la compra de la motocicleta y su hurto, los implicados 
ejercieron el cargo de Jefe de División de Servicios Administrativos, en el nivel 
central de la entidad y que entre sus funciones se encontraba la de velar por la 
conservación de los bienes muebles e inmuebles de propiedad del Instituto. 
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De las actuaciones procesales, estas se pueden resumir de la siguiente manera:  
A raíz de los hechos la Coordinación de Investigaciones, Juicios Fiscales y 
Jurisdicción Coactiva de la Gerencia Departamental de la Guajira, profirió 
inicialmente Auto de Apertura del proceso de Responsabilidad Fiscal en julio de 
2003, vinculando al Coordinador de la Oficina INPA – Guajira, el cual fue 
desvinculado en agosto de 2004, por no haberse configurado los elementos de 
responsabilidad fiscal. En el mismo auto, se ordeno el cambio de radicación del 
proceso a fin que la Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría 
Delegada para Investigaciones, Juicios y Jurisdicción Coactiva prosiguiera con la 
instrucción del proceso, esta vez redireccionando la investigación hacia los 
funcionarios que omitieron la obligación de asegurar los bienes de propiedad del 
INPA. 
 
Luego de analizados los antecedentes procésales, el Director de Investigaciones 
Fiscales procedió a dictar en diciembre de 2006 auto de vinculación a los 
funcionarios en calidad de Jefes de División de Servicios Administrativos del INPA. 
 
Por último en septiembre de 2007, dicho despacho imputó responsabilidad fiscal a 
los funcionarios mencionados, por considerar que con la omisión en el 
cumplimiento de sus funciones contribuyeron en forma determinante al detrimento 
patrimonial del INPA. 
 
En el apartado de la motivación jurídico fiscal, inicia explicando que se imputo, con 
Auto de septiembre de 2007, responsabilidad fiscal a los funcionarios del INPA, 
así como, la demostración de la existencia de los elementos constitutivos de la 
responsabilidad fiscal: una conducta dolosa o culposa, un daño patrimonial al 
estado y un nexo causal entre ambos, en los términos del artículo 5º de la Ley 610 
de 2000. Igualmente reseñó que conforme a las pruebas que habían sido 
recepcionadas en el proceso y dado que no se habían aportado nuevos elementos 
probatorios de la defensa, procedió a ratificar los argumentos expuestos en dicho 
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Auto, por considerar que la conducta desplegada por los funcionarios, comportaba 
los elementos constitutivos de la responsabilidad fiscal y por ende, tenía como 
consecuencia la sanción fiscal. 
 
En relación con la conducta dolosa o culposa, para su demostración se consideró 
el manual de funciones y requisitos del cargo de Jefe de División de Servicios 
Administrativos del INPA, transcribiéndose las que tenían relación directa con el 
asunto tratado, teniendo en cuenta, además, la declaración dada por la 
Profesional Universitaria de la Oficina de Recursos Humanos, en cuanto a la 
función especifica que se realizaba en relación a las pólizas. En conclusión, el 
despacho consideró que estaba probada la responsabilidad fiscal de los 
funcionarios, toda vez que por omisión en el ejercicio de su gestión como Jefes, 
actuaron con culpa grave por no haber ejercido sus funciones con la debida 
diligencia y en consecuencia haber permitido que se generara un daño patrimonial 
al Estado.  
 
Por último, se estimó que era atribuible a los funcionarios una conducta negligente 
y un detrimento del patrimonio estatal, dando lugar a la calificación de su conducta 
en el grado de culpa grave. 
 
Con respecto a la Gestión fiscal, el despacho comprobó la vigencia del vínculo 
laboral de los funcionarios con el periodo de tiempo en que se adquirió la moto y 
se produjo su hurto. En consecuencia, dado que los funcionarios tenían 
obligaciones precisas respecto de los bienes de la entidad y debido el carácter del 
cargo ejercido, el despacho consideró que podía predicarse una gestión fiscal ya 
que sus funciones se podían enmarcar dentro de las definiciones dadas por la Ley 
610 de 2000. 
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Con respecto al daño patrimonial, este se produjo con la pérdida de la Motocicleta, 
ya que fue un perjuicio cierto y determinado a los intereses patrimoniales del 
Estado.  
 
Del nexo causal se consideró que el daño ocasionado al INPA fue consecuencia 
de la omisión en el cumplimiento de las funciones de los dos funcionarios, al no 
adquirir póliza de seguro para la motocicleta, acción que correspondía a su ámbito 
de competencia. Razón que demuestra la existencia de una relación causa – 
efecto determinante entre el detrimento ocasionado y la conducta omisiva de los 
funcionarios. 
 
Finalmente, resolvió fallar con responsabilidad Fiscal conforme al artículo 53 de la 
ley 610 de 2000, a cargo de los dos funcionarios en forma solidaria. 
 
Es oportuno decir que para el caso analizado, la Ley 1474 de 201153, establece en 
el literal d) del artículo 118, de manera concreta la presunción que el gestor fiscal ha 
obrado con culpa grave en el siguiente evento: 
 
“d) Cuando se haya incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad o 
la de hacer exigibles las pólizas o garantías frente al acaecimiento de los siniestros 
o el incumplimiento de los contratos”. 
 
La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría General de la República, 
profirió fallo en el año 200954 sin responsabilidad fiscal, a La Jefe de División de 
Devoluciones de la Administración Especial de Impuestos Nacionales de las 
Personas de Bogotá, y al Representante legal de una empresa particular, por 
irregularidades en el manejo de los recursos. 
                                                 
53
 Ley 1474 de 2011 
54
 Fallo sin responsabilidad fiscal No. 00024, julio 30 de 2009. Dirección de Investigaciones Fiscales de la 
Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General 
de la República. 
 93 
Los hechos se refieren a que el Representante Legal de la empresa particular, 
radicó solicitud de devolución de dineros cancelados por impuestos sobre la renta 
del año gravable 2001. La DIAN a través de TISIS, devolvió al solicitante la suma 
solicitada y una compensación. Luego de realizada la devolución, la entidad detectó 
que el solicitante presentó soportes y certificaciones presuntamente falsas, hecho 
que fue denunciado a la autoridad penal correspondiente. 
 
En las consideraciones tenidas en cuenta por el despacho para proferir o no 
responsabilidad fiscal a los imputados, señaló que una vez valorado tanto el 
procedimiento y las funciones que reglamentan el proceso de reconocimiento de las 
devoluciones, contempladas en el Estatuto Tributario, pudo concluir que legal y 
funcionalmente, la Jefe de División no tenía en forma directa la responsabilidad de 
examinar todos los documentos soportes de cada una de las devoluciones que se 
tramitaban y reconocían en la dependencia a su cargo, sino que por el contrario 
este procedimiento, estaba asignado a varias áreas o grupos de trabajo, en los 
cuales distintos funcionarios tenían funciones que cumplir. Sumado a esto, se 
considero importante el hecho de que existía el indicio de que la resolución a favor 
de la empresa beneficiada, estuvo soportada en documentos adulterados y que 
llevaron a la convicción a la administración de que se trataba de una devolución 
procedente, situación que incidió al momento de considerar hasta qué punto la Jefe 
de División, a partir de las funciones que debía cumplir, hubiera advertido de estas 
irregularidades. 
 
Así las cosas la conducta de la funcionaria, no obstante ser Gestora Fiscal, no se 
ajustó dentro del concepto de culpa grave o el dolo, pues su actuación fue la de 
expedir la resolución pertinente, de conformidad con la Ley en cumplimiento de sus 
Funciones, a partir del trámite surtido por los funcionarios de los Grupos que 
conformaban la División de Devoluciones y Compensaciones. 
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Acerca de la conducta del particular, quien actuó como representante Legal de la 
Empresa beneficiada, si bien no era titular directo de la Gestión Fiscal, con su 
conducta contribuyó a la causación del daño investigado. Su actuación no comporta 
titularidad jurídica para manejar los fondos o bienes del Estado y sus funciones no 
se encuentran contempladas en el artículo 3º de la Ley 610 de 2000, por lo cual la 
conducta atribuida a éste, no fue realizada por un Gestor Fiscal, por consiguiente, 
no es posible atribuirle Responsabilidad Fiscal. (Se trata de un contribuyente y no 
de un retenedor de impuestos). 
 
Para el despacho el daño patrimonial lo constituyó la autorización mediante acto 
administrativo y el correspondiente desembolso (a través de Títulos Valores –TIDIS) 
por parte de la Administración de personas Jurídicas de Bogotá, sin que existiera 
fundamento fáctico ni legal para ello. 
 
De esta manera, no obstante que se encuentra determinada la ocurrencia de un 
daño al patrimonio público, de la evaluación del material probatorio obrante en el 
proceso no se configuró que los presuntos responsables vinculados al proceso 
hubiesen actuando con culpa grave, razón por la cual, por sustracción de materia, 
mal entonces se hubiese podido hablar del nexo de causalidad, lo que condujo a 
fallar para este caso, sin responsabilidad fiscal de conformidad con el artículo 54 
de la Ley 610 de 2000. 
 
4.3.5 Fallos con y sin responsabilidad fiscal por irregularidades en salarios, 
pensión, nómina, prestaciones sociales, indemnización, representación y 
auxilios.  La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría de la 
República, profirió en el año 200755 fallo con responsabilidad fiscal al 
Vicepresidente Administrativo de la Previsora S.A. Compañía de Seguros, por un 
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pago injustificado a titulo de indemnización.  Los hechos constitutivos del presunto 
detrimento patrimonial se pueden resumir de la siguiente forma:  
 
En septiembre de 2005, el Vicepresidente Administrativo comunica la decisión de 
dar por terminado unilateralmente y sin justa causa el contrato de trabajo de la 
Auxiliar Administrativa de la sucursal Pasto.  En octubre del mismo año, se 
contrató a término fijo un reemplazo para que ejerciera las funciones de auxiliar 
administrativo.  La Auxiliar despedida interpuso acción de tutela en contra de la 
decisión de despido, la cual le fue resuelta en primera instancia de manera 
favorable, ordenando su reintegro al cargo.  Cumpliendo con la orden judicial se le 
reintegra y la entidad procedió a dar por terminado sin justa causa, el contrato a 
término fijo de la persona que la había reemplazado, cancelándosele una suma de 
dinero por concepto de indemnización. 
 
De manera sucinta, las consideraciones del despacho, se pueden presentar 
diciendo que la investigación estuvo centrada sobre el pago injustificado a titulo de 
indemnización, de tal forma que el motivo de investigación lo constituyó el hecho 
jurídico del pago de una indemnización a la ex trabajadora sin que tuviera derecho 
a ello y sin que la empresa tuviera obligación de su reconocimiento de 
conformidad con el contrato de trabajo.  Basándose en las cláusulas del mismo, se 
estableció que el despido de la misma, se produjo dentro del periodo de prueba, 
por lo cual no se originaba obligación de pagar ningún tipo de indemnización por 
parte de La Previsora.  Por tanto tal hecho irregular, evidenció un daño patrimonial 
al erario, representado en un menoscabo o disminución del mismo, el cual fue 
atribuible al Vicepresidente Administrativo de la Previsora S. A., en su condición 
de gestor fiscal, de conformidad con el manual de funciones, a titulo de culpa 
grave.  Es importante, acotar que dicha actuación irregular se encuentra conforme 
a lo preceptuado por el art. 63 del Código Civil, en concordancia con la ley 678 de 
2001 y sus criterios de culpabilidad presunta en materia de la responsabilidad de 
los servidores públicos cuando causen daño patrimonial al estado. 
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En virtud de lo anterior, se calificó como culpa grave la conducta del funcionario, 
por cuanto fue descuidado en el manejo de los recursos de la entidad al 
destinarlos para pagos no justificados, pues si bien la liquidación de la funcionaria 
fue elaborada por la Gerencia de Gestión Humana, al Vicepresidente 
Administrativo, por ser jefe inmediato de dicha dependencia, le correspondía la 
supervisión y vigilancia sobre tales labores, evidenciándose su falta de gestión, 
precisamente en el hecho de haber autorizado el pago de la indemnización 
irregular. 
 
En consecuencia, se profirió fallo con responsabilidad fiscal de conformidad con el 
artículo 53 de la Ley 610 de 2000 contra el Vicepresidente Administrativo de la 
Previsora S. A., compañía de seguros. 
 
De la Ley 1474 de 2011 aplica para el caso analizado el numeral e) del artículo 
118, el cual establece que el gestor fiscal ha obrado con culpa grave:  
 
“Cuando se haya efectuado el reconocimiento de salarios, prestaciones y demás 
emolumentos y haberes laborales con violación de las normas que rigen el 
ejercicio de la función pública o las relaciones laborales”. 
 
La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría de la República, profirió 
en el año 200956 fallo sin responsabilidad fiscal al Subgerente de Prestaciones 
Económicas de la Caja Nacional de Previsión Social por irregularidades en el pago 
de pensión de gracia. 
 
En la descripción de los hechos se hace referencia a que CAJANAL, había 
presentado demanda de Nulidad y Restablecimiento del derecho con el fin de 
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obtener la declaratoria de nulidad de 3 Resoluciones, por medio de las cuales se 
reconocía y reliquidaba la pensión de gracia a un beneficiario. 
 
Como resultado de la demanda, el Tribunal Administrativo de Risaralda y luego en 
segunda instancia, la Sección Segunda, Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado, confirmó la declaratoria de nulidad de las Resoluciones, en 
virtud de que el beneficiario de la Pensión de Gracia no tenia derecho a su 
reconocimiento, dado que no laboró 20 años como docente en planteles del nivel 
territorial. Con respecto a los dineros recibidos por el beneficiario, la primera 
instancia dio aplicación a lo consagrado en el artículo 136 del C.C.A., que 
prescribe que no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares 
de buena fe. La sentencia de segunda instancia fue notificada a través de edicto y 
se comunicó a la Dirección General de CAJANAL y a la Oficina Jurídica. 
 
A través de la Subdirección de Prestaciones Económicas, CAJANAL expidió 
Resolución por medio de la cual se resolvió dar cumplimiento al Fallo del Consejo 
de Estado respecto de la nulidad de las 3 Resoluciones, con las que se reconoció 
y reliquidó la Pensión Gracia al beneficiario. No obstante esto, solo después de un 
año, la Resolución fue enviada al Grupo de Nómina, con lo que solo al año se 
acató lo resuelto por el órgano jurisdiccional. Por consiguiente, se indicó en el 
hallazgo fiscal, que el beneficiario percibió ilegal e injustificadamente las mesadas 
correspondientes a la Pensión Gracia durante un año. 
 
Conforme al análisis del material probatorio y los argumentos manifestados por el 
imputado, se dedujo que el trámite adelantado en las dependencias de la 
Subdirección de Prestaciones Económicas, con miras a expedir la Resolución con 
la cual se daba cumplimiento al Fallo del Consejo de Estado, se efectuó dentro de 
los términos normales que implica expedir un acto administrativo, es decir que de 
acuerdo con los tramites internos de ésta, transcurrió un término de dos meses y 
siete días. 
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De lo anterior se coligió que al haberse efectuado el trámite para expedir un acto 
administrativo por parte de la Subdirección de Prestaciones Económicas, durante 
un periodo aproximado de dos meses, no generaría una inexcusable omisión en el 
cumplimiento de una función o una demora injustificada.  Esto es, el término 
dentro del cual se adelantó dicha actuación, estuvo dentro del margen de lo 
prudente sin que se desprenda un incumplimiento voluntario de una obligación 
preexistente. 
 
En consecuencia y con fundamento en el análisis jurídico fiscal, el despacho 
concluyó que en el proceso no se pudo derivar responsabilidad fiscal al 
Subgerente, por el hecho de expedir una Resolución transcurrido dos meses de 
haber conocido una decisión judicial que generó un deber de acatamiento para 
CAJANAL; de tal suerte, que tampoco surge el nexo de causalidad o relación 
causa – efecto en el menoscabo patrimonial existente, pues éste deviene de una 
conducta no atribuible al señalado presunto responsable fiscal. 
 
Ahondando en el nexo de causalidad, es necesario reiterar que entre la conducta y 
el daño haya una relación determinante y condicionante de causa-efecto, de 
manera que el daño sea el resultado de una conducta activa u omisiva, como no 
ocurrió en este caso; y si bien es cierto, hubo una lesión a la Administración 
pública por la acción resultante de otorgar un derecho inexistente al conceder una 
pensión gracia sin que se dieran los requisitos para conferirse, no es posible 
endilgar responsabilidad fiscal alguna al Subgerente puesto que expidió el 
respectivo acto administrativo dentro de un tiempo razonable, dadas las 
circunstancias en las que se encontraba CAJANAL (en liquidación).  Igualmente, 
no se advierte en el funcionario culpa grave o dolo, máxime si se tiene en cuenta 
el cúmulo de trámites administrativos que debían cumplirse en las diferentes 
dependencias de la entonces Subdirección. 
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En conclusión, el despacho determinó que al no concurrir los tres elementos de la 
Responsabilidad Fiscal señalados en el artículo 5 de la Ley 610 de 2000, procedió 
a fallar sin responsabilidad fiscal de acuerdo al artículo 54 de la misma ley. 
 
4.3.6 Fallos con responsabilidad fiscal por irregularidades en ejercicio y 
gestión del cargo.  La Dirección de Investigaciones Fiscales de la Contraloría de 
la República, profirió en el año 200857 fallo con responsabilidad fiscal al 
Superintendente de Sociedades por exceso en el consumo de telefonía celular. 
 
En el Auto de apertura se fijó como situación generadora del daño, el exceso en el 
consumo de telefonía celular correspondiente a la línea asignada por la 
Superintendencia de Sociedades a su representante legal, consumo debido a la 
activación del servicio de roaming internacional, días antes de viajar al exterior en 
representación del gobierno nacional. 
 
Sucintamente las consideraciones se pueden enunciar diciendo que el despacho 
inició sus argumentos demostrativos citando el artículo 5º de la Ley 610 de 2000 
para el establecimiento de los elementos de la responsabilidad fiscal, la Sentencia 
C – 189 de la Corte Constitucional, para el proceso de responsabilidad fiscal y el 
artículo 53 de la misma ley, para el fallo con Responsabilidad Fiscal.  A renglón 
seguido, entró a valorar las pruebas que obraban en el expediente, evaluando las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en el desarrollo de los hechos y las 
diferentes conductas del implicado 
 
Para entrar a detallar la responsabilidad del Superintendente, el despacho recurrió 
al Decreto 2445 de 2000, expedido por el Ministerio de Hacienda que establece 
las medidas de austeridad y eficiencia para el manejo de recursos del Tesoro 
Público, citando el artículo 3º, que dice: 
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ARTÍCULO 3º. Modificase el artículo 15 del Decreto 1737 de 1998, modificado por el 
artículo 7º del Decreto 2209 de 1998, que en adelante quedará así: 
 
Artículo 15. Se podrán asignar teléfonos celulares con cargo a los recursos del Tesoro 
Público exclusivamente a los siguientes servidores: Presidente de la República, Altos 
Comisionados, Altos Consejeros Presidenciales, secretarios y consejeros de 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, ministros de despacho, 
viceministros, secretarios generales y jefes de unidad de departamentos administrativos y 
funcionarios que es estos últimos, de acuerdo con sus normas orgánicas, tengan rango de 
directores de ministerio; embajadores y cónsules generales de Colombia con rango de 
embajador; superintendentes, superintendentes delegados y secretarios generales de 
superintendencias…”(…) (negrillas fuera del texto). 
 
Este sirvió de base para que la Superintendencia de Sociedades emitiera 
memorandos internos referentes al uso de celulares, autorizando al 
superintendente el uso del mismo y estableciendo que los valores que se excedían 
del máximo autorizado deberían ser cancelados por cada uno de los usuarios. Con 
esto, es claro que la infracción cometida por el funcionario ocurrió por no haber 
acatado el contenido del anterior, el cual tiene una categoría jurídica relevante de 
obligatorio cumplimiento. 
 
Lo anterior, en concepto del despacho, implicó que conforme a lo establecido en el 
artículo 53 de la Ley 610, se había probado la ocurrencia de un daño al patrimonio 
público, representado en la Superintendencia de Sociedades, daño del cual se dio 
plena certeza y que de igual forma, se probó de la actuación a titulo de culpa 
grave del funcionario. 
 
Igualmente, estableció que la conducta del funcionario fue sumamente negligente, 
porque omitió informarse con la empresa de telefonía celular acerca de las 
circunstancias en las cuales estaba autorizado para activar o hacer uso del 
servicio de roaming y de los costos que acarrearía su uso.  Para esto el despacho 
se basó en la factura para establecer el tiempo y lugar del consumo y el valor total 
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del servicio; luego de lo cual considero, en consecuencia, que el exceso fue 
ocasionado por una violación manifiesta a la norma constituida por el memorando 
anteriormente citado y fue el valor que constituyo daño al Estado, debiendo ser 
resarcido por el funcionario. 
 
Seguidamente, se pasó a determinar la cuantía del daño de acuerdo con el 
artículo 53 de la Ley 610 de 2000. 
 
Finalmente se procedió a fallar con Responsabilidad Fiscal de conformidad con el 
artículo 53 de la Ley 610 de 2000, por el daño patrimonial causado a la 
Superintendencia de Sociedades 
 
4.3.7 Fallos con responsabilidad fiscal por irregularidades en uso, manejo, 
recaudo, pago y destinación de recursos.  La Dirección de Investigaciones 
Fiscales de la Contraloría de la República, profirió en el año 200958 fallo con 
responsabilidad fiscal al Centro de Investigación y Desarrollo Tecnológico de la 
Industria de Alimentos “CIAL” por el daño patrimonial causado al Instituto 
Colombiano para el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología - COLCIENCIAS. 
 
En la descripción de los hechos se señaló como presunta causa del daño la 
indebida inversión de los dineros girados por COLCIENCIAS al centro de 
investigación y desarrollo tecnológico de la industria de alimentos “CIAL” para 
ejecutar un contrato de cofinanciación en un plazo de 18 meses.  En la cláusula 
cuarta se mencionaba que Colciencias otorgaría al beneficiario en calidad de 
cofinanciamiento, modalidad de recuperación contingente, una suma de dinero y 
en la cláusula quinta que cancelaría en un solo desembolso la totalidad del 
financiamiento.  Al verificar con informes y visitas de seguimiento, que no se había 
cumplido con la ejecución del proyecto, declaró el incumplimiento del contrato, así 
como la ocurrencia del siniestro amparado y ordeno a “CIAL” la devolución del 
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dinero entregado.  Esta última interpuso Recurso de Reposición, el cual se 
resolvió confirmando en todas sus partes la decisión inicial. 
 
La Dirección de Investigaciones Fiscales, una vez comprobó que se había 
causado daño patrimonial a Colciencias, profirió auto de imputación de 
responsabilidad fiscal en contra de “CIAL”. 
 
Igualmente, no se vinculó al Garante debido a que la compañía de seguros 
canceló a favor de Colciencias el valor amparado por la póliza de cumplimiento, 
cuando ésta declaro el incumplimiento del contrato. 
 
Dentro de las consideraciones del despacho se encontró que el origen para iniciar 
el proceso fueron las irregularidades detectadas en el manejo de los recursos 
públicos entregados por Colciencias al “CIAL” para, en calidad de ejecutor, 
cofinanciara un proyecto.  El ente estatal entregó en un solo desembolso el valor 
pactado con el respectivo descuento del 2% por concepto de administración, 
control y vigilancia, sin embargo, el contratista, incumplió con el objeto contractual 
como quedo demostrado por el informe de visita y seguimiento, practicado por 
Colciencias al “CIAL”. 
 
En la motivación jurídico fiscal, se inicia remitiendo al artículo 5º de la Ley 610 de 
2000, que señala los elementos de la responsabilidad fiscal: un daño; una 
conducta dolosa o culposa atribuible a una persona que realiza gestión fiscal y, un 
nexo causal entre el daño y la conducta. 
 
Para el daño patrimonial se cito la definición señalada en el artículo 6º de la ley 
610 de 2000 y con base en esta, el despacho estableció que había sido probado el 
daño patrimonial causado a Colciencias, generado por el incumplimiento del 
contrato de cofinanciamiento, para cuya ejecución fueron desembolsados a 
“CIAL”, el valor pactado, descontándole el 2% retenido por la entidad oficial al 
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contratista, por concepto de administración, control y vigilancia y el valor 
reconocido a titulo de indemnización por la Compañía Aseguradora a Colciencias.  
 
En el establecimiento de la conducta se fundamentó, el despacho, igualmente en 
el artículo 6º de la Ley 610 de 2000, en la Sentencia SU-620 de 1996 de la Corte 
Constitucional y en el artículo 63 del Código Civil. Al respecto de ésta, se 
demostró por el hecho de que “CIAL” recibió de Colciencias un desembolso de 
dinero para su administración, encasillándose, por lo mismo, su conducta como de 
gestor fiscal. De manera equivalente, se demostró que el representante legal de 
“CIAL” actuó con culpa grave, pues no procedió con el cuidado y diligencia propios 
del cumplimiento de sus obligaciones y generó con su proceder un detrimento 
patrimonial debido a que los recursos para ejecutar el proyecto establecido en el 
contrato, fueron destinados a otros fines particulares del contratista.  Evento 
ratificado en la versión libre de los hechos que rindió el implicado. 
 
Cierra el despacho este apartado acotando como conclusión, que del conjunto de 
obligaciones, prerrogativas y atribuciones que recaían sobre “CIAL” en razón del 
contrato, se desprendió su capacidad para administrar o manejar recursos o 
bienes públicos, conducta que se enmarcó en lo dispuesto por el artículo 63 del 
Código Civil como culpa grave; incumplió lo ordenado en los artículos Nos. 3 y 23 
de la ley 80 de 1993, por lo cual incurrió en una gestión fiscal ineficiente, ineficaz y 
antieconómica, violentando de esta manera además el artículo 8 de la ley 42 de 
1993, configurándose entonces los elementos de la Responsabilidad Fiscal 
consagrados en el artículo 5 de la ley 610 de 2000 y del Daño Patrimonial al 
Estado definido en el artículo 6 de la misma. 
 
Del nexo causal, quedó plenamente demostrado que entre la conducta del 
presunto responsable, desplegada a través de su representante legal y el daño 
ocasionado a Colciencias, existió una relación determinante y condicionante de 
Causa – Efecto, es decir, del incumplimiento del objeto y obligaciones 
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contractuales encomendadas a “CIAL” en el contrato, derivándose el detrimento 
causado al patrimonio estatal de una manera directa e inequívoca. 
 
Por último, el despacho procedió a establecer la cuantía del daño al patrimonio 








Luego de la revisión efectuada a los expedientes sobre procesos de 
responsabilidad fiscal en el periodo 2007 a 2009, a cargo de la Dirección de 
Investigaciones Fiscales de la Contraloría Delegada para Investigaciones, Juicios 
Fiscales y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría General de la República, del 
análisis efectuado sobre los doce fallos tomados como muestra de los 71 
revisados, siete (7) con responsabilidad y cinco (5) sin responsabilidad, se 
desprende que en la gran mayoría de los fallos, la gestión fiscal y la 
responsabilidad fiscal se predicó de los servidores públicos que tenían la 
titularidad jurídica para decidir sobre la administración de los recursos públicos, y a 
su vez, de otros servidores públicos e incluso particulares que con su conducta 
incidieron de manera directa sobre las decisiones de la administración y en razón 
de ello se convirtieron en gestores capaces de orientar el accionar de los recursos 
estatales. 
 
Se puede aseverar que la Entidad, al momento de evaluar la responsabilidad fiscal 
tanto de los funcionarios como de los particulares en calidad de contratistas, una 
vez acaecido el daño, demostró fehacientemente que las partes intervinientes con 
su actividad contractual, por acciones u omisiones, ocasionaron menoscabo, 
disminución, perjuicio, pérdida, uso indebido, deterioro en los recursos públicos; 
así como, al realizar un examen sobre el contenido de la actividad ejercida por 
éstos, estableció claramente la gestión fiscal, valorando si actuaron con prudencia, 
cuidado y previsión, o si por el contrario, con dolo o culpa grave. 
 
Igualmente, en los casos en los cuales el gestor fiscal tuvo manejo de anticipos, la 
Entidad, le hizo responder fiscalmente por su mal manejo; ya que como se 
recordará, el anticipo es considerado como un recurso público que se entrega al 
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contratista no como retribución sino como una especie de préstamo amortizable 
para adelantar la labor contratada, debiendo ser invertido de acuerdo con un 
presupuesto previamente definido y aprobado.  Ejemplo de dicha situación es la 
presentada por la empresa contratista “CIAL”, quien recibió de Colciencias un 
desembolso de dinero para su administración e inversión en el desarrollo de un 
proyecto conjunto, recursos que se destinaron a otros fines particulares del 
contratista. Su conducta como gestor fiscal se tipifica con culpa grave por no 
proceder con el cuidado y diligencia propios del cumplimiento de sus obligaciones, 
generando con su proceder un detrimento patrimonial al estado y por consiguiente, 
enmarcándole como responsable fiscal por el daño ocasionado. 
 
Dentro de los fallos analizados se encontraron casos, en los cuales los actos 
realizados por los funcionarios que aunque no suscribieron el contrato por ser 
facultad del ordenador del gasto, si participaron en la ejecución de los mismos, 
suscribieron actas de avance, pagos parciales de obras y liquidación de los 
mismos, por delegación del titular, su gestión, por acción o por omisión, 
ocasionaron perjuicio a los recursos del estado y por lo tanto son responsables 
fiscales.  
 
Igualmente, se evidencia que existe responsabilidad fiscal por parte de los 
contratantes estatales ( o particulares, según el caso), cuando por omisión no 
toman en cuenta los debidos procedimientos en los trámites procesales de los 
contratos  bien sea en la etapa precontractual o contractual, como el caso del 
director de Coldeportes a quien se le atribuye responsabilidad  por sobreprecios 
y/o sobrecostos, por  la  conducta omisiva  ya que debió haber realizado las 
labores en forma directa o designar un funcionario encargado de ejecutarlas a 
cabalidad.  Por ende, dicha conducta se constituye como culpa grave por cuanto 
no se administraron los recursos públicos con la debida planeación, permitiendo 
se generaran sobrecostos en el contrato. 
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También existe responsabilidad fiscal del Contratista por prestación de servicios 
profesionales, cuando asume gestión fiscal dentro de su esfera por ejercer 
actividades económicas, jurídicas y tecnológicas en el manejo de los recursos 
públicos, como en el caso del Representante Legal de una empresa de 
computación, que incurrió en culpa grave por violación de las normas 
contractuales que lo obligaban a colaborar con el FER en la consecución de los 
fines esenciales del Estado en materia de contratación, así como a cumplir a 
cabalidad con el objeto de los contratos celebrados, los cuales le fueron pagados 
en su totalidad. Conducta que ocasionó a la entidad graves perjuicios de orden 
administrativo, operativo y fiscal. 
 
En este mismo sentido, se da responsabilidad fiscal a los interventores en 
contratos por prestación de servicios profesionales, cuando desarrollan gestión 
fiscal al realizar diversas actuaciones dentro del proceso de ejecución de los 
mismos, como en el caso de la Secretaria de Educación de la Gobernación de 
Cundinamarca, al no lograr que el Contratista cumpliera a cabalidad con las 
obligaciones contraídas, así como tampoco hacer efectivas las Pólizas de 
cumplimiento respecto de los amparos afectados. Por consiguiente, la gestión se 
califica como negligente y omisiva, configurándose su conducta como culpa grave 
al generar daño al patrimonio del Estado.  De igual manera, ocurre con el Asesor 
de la Oficina de Proyectos Especiales de la Gobernación de Cundinamarca, como 
supervisor de contratos, quien obra con culpa grave al no actuar con el cuidado y 
la diligencia necesaria, factores fundamentales propios del cumplimiento de sus 
obligaciones, generando con su actuación un detrimento patrimonial al Estado, por 
su inadecuada y antieconómica gestión fiscal, representada en la omisión que 
hace respecto a la vigilancia y control del objeto contratado. Asimismo, existe 
responsabilidad fiscal del Director administrativo y Financiero de la Secretaría de 
Educación de la Gobernación de Cundinamarca, como coordinador de contratos, 
al tener que emitir un Informe Técnico detallado, base para hacer efectivas las 
pólizas de calidad de los Contratos, no toma las medidas para que alguien 
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capacitado lo haga, es decir sin tomar las medidas para que alguno de los 
Ingenieros de su Oficina y bajo su mando lo realizara, omisión por la cual dejó sin 
soporte técnico a la oficina jurídica para que solicitará el siniestro de las Pólizas. 
En consecuencia, su conducta gravemente omisiva fue determinante para que no 
se cobrara oportunamente la Póliza respectiva, razón por la cual se considera 
responsable fiscal a titulo de culpa grave por la negligencia en su gestión. 
 
Por otra parte, hay responsabilidad fiscal cuando el ordenador del gasto y quien 
actúe como su delegado, celebren contratos sin contar con los recursos 
suficientes para ejecutarlos; tal es el caso del Director y Subdirector Administrativo 
y Financiero de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca –CAR- , 
quienes al contratar el redimensionamiento y la gerencia del un proyecto de obra, 
no contaban con los recursos suficientes para ejecutarla y no existía la viabilidad 
legal para la construcción de la nueva sede operativa, desconociendo los 
requisitos previos que con antelación a la firma del contrato o de la apertura de la 
licitación deben haberse realizado, como son: los estudios de evaluación, 
prefactibilidad física, jurídica o legal, técnica, económica, financiera (crediticia) y 
presupuestal, para determinar la factibilidad, oportunidad, conveniencia y legalidad 
del proyecto. La actuación de los funcionarios se considera activa y negligente a 
titulo de culpa grave. 
 
Se atribuye responsabilidad fiscal a los funcionarios estatales cuando han 
incumplido la obligación de asegurar los bienes de la entidad, circunstancia 
ocurrida a dos Jefes de División de Servicios Administrativos del Instituto de 
Pesca y Acuicultura – INPA – por el no Aseguramiento de una Moto Suzuki; los 
cuales por omisión en el ejercicio de su gestión como Jefes, actuaron con culpa 
grave por no haber ejercido sus funciones con la debida diligencia y en 
consecuencia haber permitido que se generara un daño patrimonial al Estado.  
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Existe responsabilidad fiscal de los servidores públicos cuando se ha efectuado el 
reconocimiento de salarios, prestaciones y demás emolumentos y haberes 
laborales con violación de las normas que rigen el ejercicio de la función pública o 
las relaciones laborales. Tal como ocurrió con el Vicepresidente Administrativo de 
la Previsora S.A. Compañía de Seguros, por un pago injustificado a titulo de 
indemnización. Conducta que se califica como de culpa grave por el descuido en 
el manejo de los recursos de la entidad al destinarlos para pagos no justificados, 
sin ejercer la supervisión y vigilancia adecuada, evidenciándose falta de gestión, 
precisamente en el hecho de haber autorizado el pago de la indemnización 
irregular. 
 
Hay responsabilidad fiscal de los funcionarios estatales cuando en el ejercicio y 
gestión del cargo incumplen con las medidas de austeridad y eficiencia para el 
manejo de recursos del Tesoro Público, como el caso del Superintendente de 
Sociedades, quien por exceso en el consumo de telefonía celular, ocasiona daño 
al patrimonio de la entidad, calificándose su actuación a titulo de culpa grave por 
asumir una conducta negligente y omisiva al no informarse con la empresa de 
telefonía celular acerca de las circunstancias en las cuales estaba autorizado para 
activar o hacer uso del servicio y de los costos que acarrearía su uso. 
 
En este periodo de tiempo analizado, no se encontró ningún fallo relacionado con 
la existencia de gestión fiscal de los servidores públicos y contratistas en los casos 
de contratación estatal con Cooperativas y organismos internacionales en los que 
no cabe la aplicación de la legislación interna. 
 
Igualmente, tampoco se presento una situación en donde la gestión fiscal del 
funcionario encargado de aprobar las pólizas que amparan los contratos, asumiera 
conductas como de aprobación con coberturas por debajo de las legalmente 
establecidas o con cláusulas de exclusión de responsabilidad fiscal.  
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De los anteriores resultados se puede concluir que el impacto jurídico de la 
normatividad vigente en la contratación, como son la Ley 1150 de 2007 y el 
Decreto 2474 de 2008, inciden en forma directa y expresa sobre la Ley 80 de 
1993.  En especial la Ley 1150, deroga y modifica de forma expresa o tácita, 
muchos artículos, parágrafos e incisos, creando, por lo mismo, inseguridad y 
confusión en la contratación, trayendo como resultado un alto riesgo de 
equivocación en su interpretación y aplicación y por ende, en las consecuencias 
fiscales, disciplinarias, penales y patrimoniales que conlleva ésta. 
 
Intentar recopilar toda la normatividad vigente al respecto trasciende el objetivo del 
presente trabajo, sin embargo, se puede compilar de la siguiente manera: 
 
Son cerca de 3.590 reglas originadas en las siguientes fuentes materiales: Las 2 
leyes, 80 de 1993 y 1150 de 2007 con 114 artículos. Todos los reglamentarios que 
el 066 y el 2474 de 2008 dejaron vigentes, más de 45 decretos que superan 400 
artículos. Las 48 jurisprudencias de constitucionalidad que profirió la Corte con 
ocasión de la Ley 80 de 1993, a las que se suman las 8 sentencias que se han 
proferido para resolver las demandas contra disposiciones de la Ley 1150 de 
2007.  Así mismo, un amplio número de sentencias de nulidad del Consejo de 
Estado desde 1993 y las recientes suspensiones provisionales que inciden en 
veinte artículos. Son 81 decretos reglamentarios vigentes y 57 normas legales. 
 
De tal forma, existe un total de 138 fuentes normativas vigentes que provienen de 
leyes y decretos, a su vez el catálogo de las fuentes históricas derogadas es de 
109.  En el universo de fuentes legales y reglamentarias cada inciso, numeral y 
parágrafo vigente, contienen como mínimo un supuesto normativo, -hecho y 
consecuencia jurídica-. En el acumulado de normas aplicables, cerca de 1350 
artículos, se alcanza un número que supera las 3.590 reglas.  
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Organizar este gran contenido normativo constituye un alto riesgo para los 
ordenadores de gasto, funcionarios, asesores y contratistas. Si la actividad de 
creación de normas no es técnica y sistemática, ni ofrece oportunidades de 
participación ciudadana, el Estado carece de Seguridad Jurídica, es decir, el 
derecho pierde certeza, efectividad y validez. Igualmente, la dispersión y 
proliferación normativa son un alto riesgo, que facilita la corrupción e incrementa 
las fallas del Estado y las condenas en su contra. De ahí la importancia de 
mantener actualizado el marco jurídico vigente.  
 
Finalmente, resumiendo lo anteriormente expuesto, dichas fuentes vigentes están 
constituidas por los estatutos generales de contratación, Leyes 80 de 1993 y 1150 
de 2007, un total de 80 Decretos (discriminando en decretos reglamentarios, si la 
fuente normativa tiene origen en las facultades concedidas al gobierno por el 
artículo 189 de la Carta Política; decretos con fuerza de ley, si su fundamento es el 
artículo 150 de la Constitución Nacional, o decretos legislativos, si la facultad se 
origina en lo dispuesto en los artículos 212 a 215 constitucionales, relacionados 
con los estados de excepción). Son 57 las disposiciones del nivel legal 
relacionadas en forma directa o indirecta con estas leyes principales (dentro de las 
cuales se incluyen regímenes especiales en materias como Recursos Naturales 
Renovables; Ciencia y Tecnología; Convenios derivados del artículo 355 de la 
Constitución Política; Servicio Público de Educación Superior; Banco de la 
República; Servicios Públicos Domiciliarios; Régimen de Privatizaciones; Código 
de Minas y Gastos Reservados, entre otros).  
 
Con la investigación propuesta se buscó cumplir con el objetivo principal de ésta, 
como fue la unificación de criterios y, a través del análisis de los fallos como 
objetivo específico, definir con claridad los casos en los cuales las partes 
intervinientes en contratación estatal ostentaron la calidad de gestores fiscales, 
esperando que éste esfuerzo sirva de punto de partida para futuras 
profundizaciones en la materia.  
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En síntesis, se puede decir que con el desarrollo y consolidación del tema 
propuesto, se ha contribuido al esclarecimiento del manejo dado a los procesos de 
responsabilidad fiscal adelantados por la Contraloría General de la República, en 
el período examinado, aclarando posibles dudas sobre la gestión y la 









El cumplimiento logrado de los objetivos propuestos en la presente investigación, 
conlleva a precisar las siguientes sugerencias, a manera de recomendaciones: 
 
Resulta conveniente unificar los criterios y normatividad existente en torno al 
régimen de contratación con el Estado, de suerte que haya una línea directriz que 
permita evaluar y hacer un seguimiento oportunos a la manera como se 
desarrollan las obligaciones que las partes intervinientes, asumen en los contratos. 
Esto permitirá de paso, evitar que se repitan situaciones anómalas como las que 
recientemente se han presentado en el Distrito Capital y en el resto del país, como 
las emprendidas por el llamado “carrusel de la contratación” en cabeza de la 
sociedad de los primos Nule y de funcionarios inescrupulosos de la 
Administración. 
 
En ese orden de ideas, se debe propiciar la creación del Estatuto Único de 
Contratación en el que se hagan explícitas no sólo las condiciones para acceder a 
contratación con el Estado, sino también las obligaciones y responsabilidades que 
les asiste a los distintos gestores, lo mismo que las sanciones que en cada caso 
haya lugar  
 
Valdría la pena que dicho Estatuto, tuviera un apartado o apéndice en que se 
consigne la jurisprudencia pertinente de los articulados que se considere 
ejemplificante, a fin de que quienes no tienen un amplio dominio de la juridicidad 
inherente en cada situación, puedan tener referentes que les aclaren los alcances 
de las responsabilidades que asumen 
 
Valga decir, que paralelamente a la promulgación del Estatuto de la Contratación, 
se redacte una cartilla explicativa que puntualicen las condiciones y compromisos 
que se adquieren al momento de pretender contratar con el Estado. 
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Respecto de la función y control de la AUDITORIA GENERAL DE LA 
REPUBLICA, se requiere que el proyecto Control al Control de la Contratación – 
CCC-, que a la fecha entrega un balance general sobre 852.143 contratos de las 
entidades territoriales, en tiempo real identifica graves riesgos y acciones de 
control, con varias denuncias y demuestra algo muy relevante. Por lo tanto servirá 
de muestra para que la gestión del Auditor General de la Republica, no solo 
impulse la trasformación del control fiscal del esquema numérico formal que es 
poco eficiente a un verdadero mecanismo de control fiscal que advierta, evalué los 
resultados, costos y calidad, con énfasis en el mejoramiento de la contratación 
estatal, ante los pertinentes y sistemáticos escándalos de corrupción en la 
contratación pública. 
 
El Estatuto anticorrupción, no puede ni debe quedar en letra muerta, su 
implementación y correcta aplicación a través de las medidas pedagógicas que 
establece, serán el verdadero manejo del control que harán que la política 
anticorrupción sea permanente y promueva la construcción de una verdadera 
cultura de la legalidad. De esta manera no solo se fortalece la participación de la 
ciudadanía a través del Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano, sino que 
también hará efectivo el objetivo de salvaguardar la gestión estatal en los 
procesos de contratación, 
 
Por lo tanto el acompañamiento ciudadano a través de las veedurías junto con las 
instancias judiciales, podrá facilitar el avance de las investigaciones y reducir los 
tiempos en que se desarrollan, para castigar de manera efectiva y ejemplarizante 
a los corruptos de la contratación. 
 
-Deben proponerse a nivel de las universidades la creación de observatorios 
permanentes o clínicas jurídicas de interés público y contratación, que vigilen los 
procesos de contratación, a fin de que exista un verdadero y permanente control, 
seguimiento, interventoría y veeduría que alerten a la comunidad académica sobre 
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los peligros de la contratación en todos los órdenes público y privado, a fin de 
evitar la fuga de capital, los sobre costos de obra o adición y los gastos 
injustificados de los anticipos. 
 
La incorporación en las páginas web de las entidades públicas y privadas de los 
procesos de contratación que allí cursen, debe ser obligatoria y la información 
fuera de ser veraz y actualizada, no solo puede ser pertinente sino ilustrativa y 
facilitadora del control ciudadano sobre los procesos de contratación que allí se 
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